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transparencia de la asignación departamental 
en función de criterios objetivos. Por otra par-
te, en el mediano plazo es clave desarrollar la 
información y las capacidades necesarias para 
estimar la brecha fiscal, de manera de estable-
cer una transferencia de igualación siguiendo 
buenas prácticas internacionales. En el caso 
del fdi, hay espacio para mejorar la participa-
ción de los departamentos en el monto total de 
recursos aplicados a dicho fondo; asimismo, es 
necesario actualizar la fórmula de distribución 
vigente.

Clasificaciones jel: H70, H71, H73, H77.
Palabras clave: descentralización, Gobierno 

central, sistema de transferencias, Uruguay.

Este documento es un aporte al debate de 
la descentralización en Uruguay, que evalúa 
el sistema de transferencias del Gobierno 
central a los gobiernos departamentales, con 
especial foco en las transferencias del artículo 
214 (transferencias generales) y del artículo 
298 (Fondo de Desarrollo del Interior, fdi). 
Dicho sistema se ha mantenido estable por dos 
décadas, lo que constituye una fortaleza, al dar 
certeza al volumen de recursos y preservar la 
correspondencia fiscal. No obstante, hay espa-
cio para reformar las transferencias individua-
les aclarando el objetivo que cada una persigue. 
Con respecto a la distribución del artículo 214, 
de manera inmediata es importante mejorar la 
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Prólogo

Cuando el 10 de mayo próximo la ciuda-
danía se exprese sobre sus preferencias para 
la conducción de los asuntos departamentales 
y municipales, se abrirá un nuevo ciclo de 
discusiones y acuerdos sobre las características 
y los montos de las transferencias de fondos 
desde el Gobierno nacional hacia los gobiernos 
subnacionales. Como en cada oportunidad, 
la Comisión Sectorial de Descentralización, 
integrada por representantes del Poder Ejecuti-
vo y los intendentes, deberá asesorar sobre las 
normas a incluir en el Presupuesto Nacional 
2021-2025.

Estos tres primeros títulos de la serie Notas 
para la Discusión de Políticas (Diagnóstico y 
propuestas para la modernización del sistema de 
transferencia en Uruguay, Transferencias inter-
gubernamentales en Uruguay y Estudio de caso 
de los programas de desarrollo y gestión subna-
cional en Uruguay), junto con otros documen-
tos existentes o que se irán sumando, constitui-
rán una base conceptual e informativa que no 
debería ser obviada. Cada interrogante y cada 
afirmación contenida en ellos son producto 
del trabajo independiente de los autores, pero 
están unidas por una consideración común: 
aportar, con distintas miradas y roles, al esta-
blecimiento de políticas públicas alineadas con 
el objetivo de sustentar más descentralización, 
más bienestar y más equidad.

Es tarea de los líderes y de sus asesores, de 
los técnicos y los funcionarios, someter perió-
dicamente los diseños de política a la crítica 

y el análisis de virtudes y defectos. También 
incorporar al escrutinio sistemático aquellos 
aspectos más subjetivos que constituyen las 
coyunturas políticas y económicas en que cada 
una de esas políticas se edifica.

El presidente de la República, Dr. Tabaré 
Vázquez, señalaba en el prólogo al documento 
Un Uruguay para todos: “No basta con asegurar 
condiciones para el crecimiento económico, 
sino que este proceso debe ir de la mano de 
una justa distribución”, y agregaba: “Después 
de quince años, Uruguay es hoy un país más 
próspero, que distribuye mejor, con una nueva 
matriz de protección social y con futuro”.

Ese futuro seguirá requiriendo esfuerzos, 
discusiones, acuerdos, elecciones y compromi-
so. Sirvan estos títulos, entonces, para enrique-
cer la crítica, el análisis y las valoraciones que 
dan lugar a la construcción de mejores políti-
cas públicas, capaces de seguir construyendo el 
Uruguay para todos y todas.

Pedro Apezteguía
Director de Descentralización e Inversión Pública 

Oficina de Planeamiento y Presupuesto
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cias se ha mantenido estable por dos décadas 
(cuatro ciclos políticos), lo que constituye una 
fortaleza, al dar certeza del volumen de recur-
sos y preservar la correspondencia fiscal. No 
obstante, el estudio identifica una serie de áreas 
de mejora para modernizar dicho sistema y 
acercarlo a buenas prácticas internacionales.

Desde una visión de conjunto, es deseable 
una reforma integral del sistema de transfe-
rencias que simplifique cada instrumento en 
función de objetivos claros. Con respecto al 
artículo 214, podría considerarse separar los 
fondos que persigan el objetivo de devolución 
de aquellos que se utilicen para redistribución. 
También es deseable ordenar mejor las trans-
ferencias condicionadas, aclarando sus objeti-
vos en función de las responsabilidades de los 
gd. A la vez, el fdi se debe definir claramente 
como transferencia condicionada de capital y 
considerar la introducción de un nuevo instru-
mento para fines de convergencia regional; por 
ejemplo, con una fracción de los recursos del 
fdi ejecutados por el gc. Esto puede hacerse de 
manera fiscalmente neutra, es decir, sin incre-
mentar el porcentaje de recursos actualmente 
asignado a los gd.

Con respecto a la distribución del artículo 
214, a mediano plazo es clave desarrollar la 
información y las capacidades necesarias en la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto (opp) 
para estimar la brecha fiscal, en función de 
una aproximación cada vez más precisa de la 
capacidad fiscal y las necesidades de gasto de 
los gd, de manera de establecer una transferen-

Uruguay está dividido en 19 departamentos, 
organizados en gobiernos departamentales 
(gd), que tienen a su cargo la provisión de 
servicios subnacionales, de carácter típicamen-
te municipal. Aunque en 2009 se creó el nivel 
de gobierno municipal, como subdivisión de 
los departamentos (ya existen 112 municipios 
en Uruguay), sus atribuciones y peso fiscal 
son aún muy limitados, por lo cual los de-
partamentos constituyen el principal nivel de 
gobierno subnacional. Los ingresos propios de 
los gd representan en promedio poco más del 
70 % de los ingresos totales departamentales, 
aunque dicha cifra se reduce al 60 % al excluir 
Montevideo, y en siete departamentos es infe-
rior al 50 %. Las principales transferencias se 
establecen en dos artículos de la Constitución 
de 1996: uno referido a las transferencias gene-
rales (artículo 214) y otro vinculado al Fondo 
de Desarrollo del Interior (fdi, artículo 298), 
destinado a gasto de capital. El gasto de los gd 
representa alrededor del 3 % del pib o 10 % del 
gasto del Gobierno Central (gc). Por su parte, 
el endeudamiento subnacional, más allá de los 
departamentos más poblados (Montevideo y 
Canelones), es apenas incipiente.

Dado el marco, este documento presenta 
una evaluación del sistema de transferencias 
intergubernamentales en Uruguay del gc a 
los gd, con especial foco en las transferencias 
del artículo 214 (transferencias generales) y 
del artículo 298 (fdi), que, como su nombre 
lo indica, procura el desarrollo en el interior 
del país. En general, el sistema de transferen-

Resumen ejecutivo
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cia de igualación siguiendo buenas prácticas 
internacionales. En el corto plazo, es impor-
tante dotar de transparencia a la asignación 
departamental, efectuando la distribución a los 
gd (incluido Montevideo) en función de un in-
dicador ponderado; al respecto, los indicadores 
de la Ley de Presupuesto 17.296, de 2001-2005, 
constituyen una referencia válida, así como 
las simulaciones realizadas en este informe a 
través de la estimación de un índice general de 
necesidades de gasto (igng), con indicadores 
conceptualmente razonables y con arraigo 
histórico, que mejoran la distribución actual de 
recursos.

En el caso del fdi, debería considerarse 
incrementar el monto asignado a los gd y 
actualizar la fórmula de distribución vigente. 
Dicho incremento podría hacerse a través de 
la incorporación de Montevideo en el aporte 
y la recepción de los fondos (eliminando así la 
Partida Área Metropolitana, que complejiza el 
sistema) y/o incrementando la participación de 
los gd en el monto total de recursos aplicados 
al fdi. Una condición necesaria para este in-
cremento es mejorar las capacidades de los gd 
en gestión integral de proyectos. Por su parte, 
deberían actualizarse los valores de los indi-
cadores de la fórmula de distribución vigente 
entre los gd, explicitando el porcentaje de cada 
indicador y considerando alternativas como el 
igng presentado en este documento.
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Los ingresos propios de los gd representan 
en promedio poco más del 70 % de los ingre-
sos totales departamentales; sus principales 
impuestos son la contribución inmobiliaria 
y la patente de rodados. Dicha proporción se 
reduce al 60 % si se excluye el departamento 
de Montevideo, y en siete departamentos es 
inferior al 50 %. Las principales transferen-
cias, en tanto, se establecen en dos artículos 
de la Constitución de 1996: uno referido a las 
transferencias generales (artículo 214) y otro 
vinculado al Fondo de Desarrollo del Interior 
(fdi, artículo 298), destinado a gasto de capital. 
En ambos casos, las alícuotas que correspon-
den a cada departamento son negociadas con 
cada nuevo gobierno nacional en el marco de 
la Ley de Presupuesto Nacional quinquenal.

El gasto de los gd representa alrededor del 
3 % del producto interno bruto (pib) o 10 % del 
gasto del Gobierno central (gc), cifras bajas 
para el promedio de alc, pero en línea con 
otros países pequeños de la región (bid, 2018). 
Un sexto de este total es gasto en inversión 
pública. El Departamento de Montevideo, 
que concentra cerca del 40 % de la población, 
representa un tercio del gasto de los gd. A su 
vez, el endeudamiento subnacional, más allá de 
los departamentos más poblados (Montevideo 
y Canelones), es apenas incipiente.

La desigualdad territorial en Uruguay es 
relativamente baja: el pib per cápita del depar-
tamento más rico es poco más del doble que 
el del departamento más pobre; esto asemeja 
a Uruguay más a la experiencia de los países 

Con una superficie de unos 176.000 kilóme-
tros cuadrados y una población de alrededor 
de 3,45 millones de personas, Uruguay es una 
de las naciones con mayor territorio y menor 
población entre el grupo de países pequeños de 
América Latina y el Caribe (alc). La capital, 
Montevideo, ha concentrado históricamente 
en su área metropolitana cerca del 50 % de la 
población, lo que la convierte en la principal 
aglomeración urbana de la región en porcenta-
je de la población del país (Llungo Ortiz, 2018). 
El territorio se divide en 19 departamentos, 
organizados en gobiernos departamentales 
(gd), que tienen la responsabilidad principal 
de proveer servicios subnacionales; 17 de los 
departamentos tienen una población inferior 
a 200.000 habitantes, y 11 de ellos inferior a 
100.000. Por tener una amplia jurisdicción 
territorial, que abarca áreas tanto rurales como 
urbanas, pero funciones de gobierno típica-
mente municipal, dichos departamentos cons-
tituyen una rareza en la región, ya que están 
a mitad de camino entre un nivel intermedio 
(estado o provincia) y un nivel local (munici-
pio) de gobierno. A su vez, por el bajo número 
de entidades, Uruguay es uno de los países 
menos atomizados de la región, medido por el 
número de habitantes por gobierno subnacio-
nal: esto facilita los procesos de coordinación y 
acción colectiva a escala subnacional. Y aunque 
en 2009 se creó el nivel de gobierno municipal, 
como subdivisión de los departamentos (ya 
existen 112 municipios en Uruguay), sus atribu-
ciones y peso fiscal son aún muy limitados.

1. Introducción
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de la ocde que a la de alc, donde dicho ratio 
es en promedio cuatro veces mayor (Bone, 
Muñoz y Radics, 2016). No obstante, el gasto 
per cápita del departamento que más gasta en 
Uruguay es más del triple que el del que menos 
gasta, lo que sugiere que hay espacio para 
reducir la dispersión en el gasto entre departa-
mentos.

En este marco, el Gobierno de Uruguay, a 
través de la Dirección de Descentralización 
e Inversión Pública de la Oficina de Planea-
miento y Presupuesto (opp), solicitó apoyo al 
Banco Interamericano de Desarrollo (bid) para 
realizar un estudio que contribuyera a aportar 
sugerencias de mejora en los criterios de distri-
bución de las transferencias, tanto las de libre 
disponibilidad como las de gasto de capital, 
buscando mejorar su capacidad de igualación 
fiscal y contribución al desarrollo territorial, 
respectivamente.

Así, este informe describe y evalúa el siste-
ma de transferencias intergubernamentales del 
gc a los gd en Uruguay, con especial foco en 
la transferencia del artículo 214 y el fdi: las dos 
transferencias más significativas del sistema. 
El informe parte de un diagnóstico del sistema 
vigente que permita desarrollar una estrategia 
de reforma basada en la buena práctica in-
ternacional y principios analíticos sólidos. El 
informe presenta simulaciones de opciones de 
reforma en la distribución tanto del artículo 
214 como del fdi. Las opciones de reforma 
presentadas asegurarían una distribución de 
los fondos más equitativa —con progresividad 
de acuerdo con el pib departamental per cápita 
y las necesidades básicas insatisfechas (nbi) de-
partamentales—, al tiempo que incrementarían 
la simplicidad y la transparencia del sistema y 
la coherencia con los objetivos prioritarios de 
cada transferencia.

El estudio se estructura de la siguiente 
manera. Luego de esta introducción, la sección 
2 describe el sistema de descentralización en 
Uruguay, con énfasis en el sistema de transfe-
rencias. La sección 3 presenta un diagnóstico 
del sistema de transferencias. La sección 4 
elabora propuestas alternativas de reforma a 
dicho sistema. Y la sección 5 incluye conclusio-
nes y recomendaciones para la modernización 
del sistema.
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•	 ejercer la policía higiénica y sanitaria (in-
cluida la recolección de residuos);

•	 organizar y cuidar la vialidad pública (in-
cluidos el alumbrado y la reglamentación 
del tránsito y los servicios de transporte);

•	 dictar reglas para la edificación en los 
centros urbanos (incluida la reglamentación 
del ordenamiento territorial);

•	 servicio de cementerios y crematorios;
•	 entender en lo concerniente al abasto, tabla-

das, plazas de frutos y mercados;
•	 ejecutar obras, en particular de vialidad;
•	 propender al desarrollo departamental, con 

foco en la promoción de la agricultura y el 
mejoramiento de la ganadería.

FUNCIONES DE GASTO  
DE LOS DEPARTAMENTOS

El gasto de los gobiernos departamentales 
representa el 3,2 % del pib, cifra que se ha man-
tenido estable en la última década. Esto es cerca 
del 11 % del gasto del Gobierno general, pro-
porción que llegaba a cerca del 13 % una década 
atrás (véase el gráfico 1). De ese total, alrededor 
de un sexto (17 %) es gasto de inversión.

Los gd de Uruguay tienen a su cargo fun-
ciones típicamente municipales, definidas en 
la ley 9515, que data de 1935, y sus sucesivas 
modificaciones. Esas funciones comprenden:

2. Descripción del sistema  
de descentralización en Uruguay,  
con énfasis en el sistema de transferencias

GRÁFICO 1. Evolución del gasto de los gd con relación al pib (eje izquierdo) y con relación  
al gasto primario del sector público no financiero (spnf) (eje derecho)

Fuentes: Para gasto gd, opp-Observatorio Territorial Uruguay (otu); para pib, Banco Central de Uruguay (bcu); 
para gasto spnf, Ministerio de Economía y Finanzas (mef).
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3,3 %
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particular disponer de la composición funcional 
del gasto departamental.

Por el momento, no obstante, y como se 
desarrolla más adelante, la falta de clasificación 
funcional del gasto, junto con el hecho de que 
las funciones de gasto de los departamentos 
son limitadas, restringe la capacidad de estimar 
las necesidades de gasto departamental, al 
no contar con la serie histórica de asignación 
presupuestaria por función.

INGRESOS DE LOS DEPARTAMENTOS

De manera similar a la asignación de fun-
ciones de gasto, los ingresos propios de los gd 
están definidos por la ley 9515, de 1935, y sus 
modificaciones, incluidas entre estas últimas 
la reforma constitucional de 1996, que en su 
artículo 297 enumera las fuentes de ingreso 
propio departamentales. Los ingresos propios 
de los departamentos representaron en prome-
dio poco más de 70 % de los ingresos totales 
(suma de ingresos propios más transferencias) 
durante la última década (2008-2017), cifra 
que se reduce a poco más de 60 % si se excluye 
a Montevideo; estos valores se han mantenido 
estables (véase el gráfico 2).

Al igual que los gastos, y por las particu-
lares características de los gd de Uruguay, los 
ingresos propios departamentales son típi-
camente municipales. Los más importantes 
son el impuesto a la patente de rodados y la 

Dada la antigüedad del marco legal depar-
tamental (que data de 1935) y el crecimiento 
de sus recursos, por la vía de los hechos los gd 
fueron ampliando gradualmente sus funciones 
hacia temas relacionados con la promoción del 
desarrollo social y económico, complementan-
do la atención a la población en servicios de 
salud, educación y alimentación, aunque la res-
ponsabilidad final recae en el Gobierno central. 
No hay estimaciones recientes del gasto de los 
gd más allá de sus funciones legales, aunque se 
presume que no son muy significativas.1

Con respecto a la información de ejecución 
presupuestaria de los gd, la opp publica una 
serie amplia de ingresos y gastos de los departa-
mentos que cubre casi treinta años (1989 a 2017). 
No obstante, la contabilidad pública departa-
mental no presenta la ejecución presupuestaria 
por función, lo que restringe la capacidad de 
evaluar la asignación de gastos a las respectivas 
funciones departamentales. Actualmente la opp 
está apoyando la modernización de los siste-
mas de información financiera en casi todos 
los departamentos del país, y se espera que esto 
permita mejorar en los próximos años la calidad 
de la contabilidad pública departamental y en 

1	  De las entrevistas realizadas para este estudio surge 
que serían alrededor de 10 % del gasto departamental. 
No obstante, una agenda pendiente en la descentrali-
zación de Uruguay es mejorar la claridad en la asigna-
ción de responsabilidades de gasto de los gd, incluida 
la posible formalización de sus nuevas responsabilida-
des asumidas.

GRÁFICO 2. Evolución de ingresos propios y transferencias  
como porcentaje del pib (todos los departamentos)

Fuentes: Para gasto gd, opp-otu; para pib, bcu.
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2,3 %

1,8 %

1,3 %

0,8 %
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Ingresos propios            Transferencias
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cuatro presupuestos quinquenales posteriores a 
dicha reforma han venido implementando estos 
lineamientos constitucionales, con modificacio-
nes marginales en cada uno de ellos.

Transferencias del artículo 214 de la 
Constitución. La última Ley de Presupuesto 
quinquenal, de 2015, de manera similar a los 
dos quinquenios previos, asigna a los departa-
mentos el 3,33 % anual del total de los recursos 
del Presupuesto Nacional para el actual perío-
do 2016 a 2020. Este porcentaje se calcula con 
base en el total del Presupuesto Nacional del 
ejercicio inmediato anterior, actualizado por el 
índice de precios al consumidor (ipc), sujeto a 
deducciones que se han ido agregando con el 
tiempo y que en la ley vigente incluyen:

•	 el 12,9 % se destina al gobierno departamen-
tal de Montevideo;

•	 el total ejecutado del proyecto “Manteni-
miento de la red vial departamental”, del 
programa Caminería Departamental;

contribución inmobiliaria, esta última en sus 
versiones urbana y rural. Entre ambos repre-
sentan alrededor de dos tercios de los ingresos 
propios; el resto lo conforman otros impuestos 
y tasas, tales como servicios de tránsito, multas, 
alumbrado público, permisos para edificación 
y construcción, impuesto a la actividad co-
mercial e industrial. De esta manera, los gd de 
Uruguay no cuentan con bases tributarias de 
mayor capacidad recaudatoria, como impues-
tos a las ventas o a la renta.

Con respecto a las transferencias que reciben 
los gd, la reforma constitucional de 1996 las es-
tablece en dos artículos: el 214, que es la princi-
pal transferencia a los gd y se constituye con una 
alícuota del presupuesto nacional a ser distribui-
da a los departamentos, y el 298, que constituye 
el Fondo de Desarrollo del Interior (fdi), basado 
en una alícuota de los tributos nacionales recau-
dados fuera del departamento de Montevideo 
en 1999, que debe afectarse al financiamiento de 
programas y planes en el interior del país. Los 

CUADRO 1. Asignación artículo 214

Departamento Porcentaje artículo 214

Artigas 5,68

Canelones 10,09

Cerro Largo 5,83

Colonia 4,89

Durazno 5,13

Flores 2,78

Florida 4,52

Lavalleja 4,42

Maldonado 7,92

Paysandú 6,44

Río Negro 4,74

Rivera 5,32

Rocha 5,03

Salto 6,81

San José 4,19

Soriano 5,34

Tacuarembó 6,29

Treinta y Tres 4,58

Fuente: Ley de Presupuesto 2016-2019.
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de Seguros del Estado (bse) por seguros de 
accidentes de trabajo.

El acceso de cada gd al porcentaje que le 
corresponde de estas transferencias es condi-
cional al cumplimiento de metas que emerjan 
de compromisos de gestión suscritos con la 
Comisión Sectorial de Descentralización. Estas 
metas están vinculadas al pago de los consu-
mos corrientes de los servicios públicos presta-
dos por ute, ose, El Correo y antel, así como 
al cumplimiento de las resoluciones adoptadas 
en forma unánime por el Congreso de Inten-
dentes y de las obligaciones de información 
relativas a los aspectos presupuestales, finan-
cieros, de deuda y de sostenibilidad fiscal. Si 
no se cumplen dichos compromisos de gestión, 
el porcentaje que le corresponda a cada gd se 
calculará con base en una partida equivalente 
al 2,9 % de los recursos del Presupuesto Nacio-
nal (en lugar del 3,33 %).

Transferencias del artículo 298 de la Cons-
titución. Es una transferencia condicionada a 
proyectos de inversión pública, denominada 
Fondo de Desarrollo del Interior (fdi). Se 
constituye a partir del 11 % de los tributos na-
cionales recaudados fuera del departamento de 
Montevideo en 1999, a valores del 1 de enero de 
2015, actualizados anualmente con base en el 
ipc. Dos tercios de este fondo se destinan a la 
aplicación de las políticas de descentralización 
que serán ejecutadas por ministerios del gc y 
un tercio se asigna a los gd. Cabe mencionar 
que la asignación de recursos del fdi a los gd 
aumentó del 25 % en los quinquenios 2001-
2005 y 2006-2010 a 33,4 % desde 2011.

De este tercio asignado a los gd, el 70 % se 
destina a proyectos y programas que deben ser 
financiados en un 80 % con recursos del fdi y 
en un 20 % con recursos propios de los gd. El 
restante 30 % no requiere contrapartida de los 
gd. La asignación de los recursos del fdi a los 
departamentos del interior está definida en el 
artículo 4 del decreto 411/2001, siguiendo crite-
rios similares a la asignación de los recursos del 
artículo 214 de la Constitución del presupuesto 
quinquenal 2001-2005 (superficie, población, 
inversa del pib per cápita y porcentaje de hoga-
res con carencias en las condiciones de vivienda, 
sin especificar la ponderación de cada criterio), 
corregidos en proporción al total de departa-
mentos del interior (véase el cuadro 2).

Otras transferencias. Además de las 
transferencias a los gd correspondientes a los 

•	 el total ejecutado del proyecto “Progra-
ma de Desarrollo y Gestión Subnacional 
(pdgs)” del programa Apoyo a Gobiernos 
Departamentales y Locales;

•	 una fracción del Fondo de Incentivo para la 
Gestión de los Municipios (figm).

Luego de estas deducciones se asignan los 
recursos a los 18 departamentos del interior 
en porcentajes fijos para cada uno, que se han 
mantenido invariables desde 2005, es decir, 
en los últimos tres presupuestos quinquenales 
(véase el cuadro 1).

Las sucesivas leyes de presupuesto desde 
2005 no aclaran el criterio de asignación por 
departamento. No obstante, sirve como refe-
rencia la Ley de Presupuesto 2001-2005, que 
fue la primera en implementar el mandato de 
la reforma constitucional. Dicha ley indica que 
para la distribución departamental se tomaron 
en cuenta criterios de superficie, población, 
inversa del pib per cápita y los porcentajes de 
hogares con carencias en las condiciones de 
vivienda, obtenidos del Censo de Población 
de 1996 (sin aclarar qué porcentaje representa 
cada uno de estos factores). Estos criterios de 
asignación condujeron a los porcentajes de 
distribución entre todos los departamentos, 
incluido Montevideo.

Los porcentajes establecidos desde 2005 
difieren de los de la Ley de Presupuesto 2001-
2005. Además, la partida para Montevideo se 
asigna antes de efectuar las deducciones y la 
posterior distribución a los departamentos del 
interior.

De acuerdo con la asignación actual, una vez 
distribuidos los recursos a los departamentos 
según los porcentajes indicados, se realizan de-
ducciones adicionales para cada departamento:

•	 la cuota anual correspondiente del Congre-
so de Intendentes;

•	 los aportes patronales y personales a la se-
guridad social, el impuesto a la renta de las 
personas físicas y el aporte al Fondo Nacio-
nal de Vivienda;

•	 del saldo resultante, se aplica un crédito 
de hasta el 11 % para el pago de prestacio-
nes por la Administración Nacional de 
Usinas y Trasmisiones Eléctricas (ute), la 
Administración de las Obras Sanitarias del 
Estado (ose), la Administración Nacional 
de Telecomunicaciones (antel), la Admi-
nistración Nacional de Correos y el Banco 
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(cerca de usd 10 millones) para contribuir 
al financiamiento de obras de infraestruc-
tura vial, de transporte y de desarrollo 
logístico destinadas a mejorar el funcio-
namiento del área metropolitana de los 
departamentos de Montevideo y Cane-
lones, así como su interrelación con las 
infraestructuras de importancia nacional 
que se realicen.

•	 Ley de Remates y Semovientes. Impuesto 
recaudado centralmente que es devuelto a 
los gobiernos departamentales (ley 12.700, 
de 1960). Consiste en una alícuota de 2 % a 
los remates de toda clase de bienes muebles, 
inmuebles y semovientes.

El gráfico 3 muestra la distribución porcen-
tual de las transferencias a los departamentos 
en 2017 (no incluye la partida de infraestructu-
ra para Montevideo y Canelones). Como puede 
observarse, las transferencias por el artículo 
214 constituyen la mayor parte de los recur-
sos (72 %), en tanto las transferencias por el 

artículos 214 y 298 de la Constitución, existen 
otras de menor cuantía:

•	 Subsidio de alumbrado público. Parti-
da anual de monto fijo (inicialmente de 
uyu 500 millones, cerca de usd 20 millo-
nes) que financia hasta 40 % del alumbrado 
público de los gd e incentiva el uso eficiente 
de la energía, incluidas luminarias que cum-
plan con requisitos de eficiencia energética.

•	 Compensación sucive. Partida de monto 
fijo (uyu 250 millones, unos usd 10 millo-
nes) para compensar a los departamentos 
cuya recaudación del impuesto a la patente 
de rodados en los ejercicios 2012-2015 fue 
inferior a lo efectivamente recaudado por 
dicho concepto en 2010 (actualizado por el 
ipc) a raíz de la implementación del Siste-
ma Único de Cobro de Ingresos Vehiculares 
(sucive).

•	 Partida de infraestructura para Monte-
video y Canelones. Establece una partida 
anual a partir de 2017 de uyu 285 millones 

CUADRO 2. Asignación de fdi a los gd

Departamento Porcentaje del FDI a los GD

Artigas 6,21

Canelones 14,73

Cerro Largo 7,29

Colonia 3,36

Durazno 5,11

Flores 1,89

Florida 4,46

Lavalleja 4,67

Maldonado 2,93

Paysandú 6,25

Río Negro 3,61

Rivera 7,38

Rocha 4,34

Salto 7,41

San José 4,28

Soriano 4,02

Tacuarembó 7,66

Treinta y Tres 4,39

Fuente: Decreto 411/2001.
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cional. Así, Flores, con poco más de 25.000 
habitantes, pasa de ser el departamento que 
recibe menos transferencias al segundo que 
más recibe en términos per cápita, en tanto 
Montevideo (1,32 millones de habitantes) reci-
be en términos per cápita apenas un sexto del 
promedio departamental.

artículo 298 (fdi) son apenas superiores a otras 
transferencias condicionadas (6 %).

Los gráficos 4 y 5 muestran la asignación 
de transferencias por departamento, tanto en 
montos totales (gráfico 4) como per cápita 
(gráfico 5). La notable diferencia entre ambos 
gráficos es reflejo de la alta dispersión pobla-

GRÁFICO 3. Distribución de transferencias por tipo (2017) 

Fuente: opp-otu.
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GRÁFICO 4. Asignación de transferencias por departamento en 2017 (en pesos corrientes)

Fuente: opp-otu.
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GRÁFICO 5. Asignación de transferencias por departamento 2017 (en pesos corrientes/cápita)

Fuente: opp-otu.
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ARQUITECTURA DEL SISTEMA: 
COHERENCIA CON OBJETIVOS 
CONVENCIONALES Y CLARIDAD  
DE DISEÑO

El sistema de transferencias uruguayo po-
dría aclarar mejor sus objetivos. En una visión 
de conjunto, el sistema de transferencias a los 
gd no es consistente con las prácticas con-
vencionales en el diseño de las transferencias 
observadas a nivel internacional.

Existen tres tipos de transferencias para la 
consecución de objetivos generales claramente 
definidos:

1.	 Participación de ingresos (revenue sharing) 
basados en principios devolutivos de origen 
(o de donde se derivan los ingresos) para 
adecuación de ingresos (cierre de la brecha 
vertical o desequilibrios verticales).2 Ade-
más de ayudar a cerrar la brecha vertical, 
la coparticipación por origen incentiva el 
desarrollo de la economía local.3

2	 Los desequilibrios verticales se crean porque, en 
agregado, las necesidades de gasto de los gd son 
mayores que los ingresos propios. Estos desequili-
brios se cierran (parcialmente) con transferencias de 
diferentes tipos, pero las participaciones desempeñan 
generalmente un rol especial en la consecución de 
este objetivo.

3	 Pero buena parte de la solución a los desequilibrios 
verticales reside en incrementar los ingresos propios 
a discreción de los gd. Además de ayudar a cerrar la 
brecha vertical, los ingresos propios como fuente de 
financiamiento tienen otros efectos beneficiosos, tales 

Es importante partir de un diagnóstico 
consensuado que permita desarrollar una 
estrategia de reforma amplia y basada en 
principios analíticos sólidos.

La sucesión de deducciones a las trans-
ferencias del artículo 214 junto con el surgi-
miento de otras transferencias no parecen 
haber respondido a objetivos claros a largo 
plazo, sino más bien ser el resultado de un 
proceso pragmático de financiamiento in-
cremental que atendiese a las prioridades de 
política pública del momento. Pero el efecto 
acumulado ha venido restando racionalidad 
y efectividad al sistema en la obtención de 
objetivos más fundamentales, tales como la 
redistribución y la equidad en el reparto terri-
torial de los recursos fiscales y la convergencia 
en el desarrollo regional.

En esta sección se lleva a cabo una valora-
ción del desempeño del sistema de transferen-
cias del gc a los gd con el objetivo principal 
de esclarecer cuáles pueden ser las direcciones 
más acertadas como opciones de reforma del 
sistema. Entre las dimensiones consideradas 
se incluyen: a) la arquitectura del sistema 
en términos de coherencia con los objetivos 
convencionales de las distintas transferencias 
y su claridad de diseño, y b) su impacto sobre 
la equidad regional en la distribución de los 
fondos.

3. Diagnóstico del sistema actual  
de transferencias en Uruguay
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y de capital.6 En el caso de las transferencias 
de capital, además de objetivos sectoria-
les, un buen número de países (similares 
a Uruguay) también persiguen objetivos 
de convergencia regional, lo que facilita el 
desarrollo de infraestructura en áreas con 
menor desarrollo económico.7

6	 Las transferencias condicionales promueven la 
coordinación intergubernamental en el logro de 
objetivos de política sectorial, incluidos el desarrollo 
regional y de infraestructura de capital y la existencia 
de externalidades económicas entre los gd. Su diseño 
establece condiciones (ex ante o ex post) que deben 
cumplirse para recibir los recursos y puede añadir 
incentivos (un porcentaje de participación) a los gd 
para que asignen parte de sus recursos en alguna 
dirección deseable para el gc.

7	 Además de las transferencias de capital con objetivos de 
igualación en el stock de infraestructura básica, algunos 
países también tienen otros programas de transfe-
rencias con objetivos más amplios de desarrollo en la 
actividad económica y creación de empleo, que pueden 
incluir, entre otras cosas, subvenciones a la actividad 
privada. Sin cuestionar su validez, en este informe no 
se considera explícitamente esta clase de transferencias. 
La atención se centra en las transferencias dentro del 

2.	 Equidad en el acceso a los servicios públicos 
(cierre de los desequilibrios o brechas hori-
zontales en necesidades de gasto y capaci-
dad fiscal) con transferencias de nivelación 
o igualación.4

5

3.	 Incentivo en el uso de los recursos disponi-
bles de los gobiernos receptores que pro-
curan lograr objetivos sectoriales (incluido 
el financiamiento de bienes públicos con ex-
ternalidades o spillovers espaciales) a través 
de transferencias condicionadas corrientes 

como crear una mayor rendición de cuentas y mayor 
responsabilidad fiscal.

4	 El figm
5	 Las transferencias de igualación son típicamente 

incondicionales y ayudan a cerrar disparidades hori-
zontales regionales en el acceso a servicios públicos 
causadas por diferencias en necesidades de gasto y 
capacidad fiscal entre los gd. Estas transferencias 
fomentan la equidad, solidaridad y cohesión social. Su 
diseño incluye necesidades de gasto (en contraposi-
ción a los gastos reales) y capacidad fiscal (a dife-
rencia de la recaudación real) para evitar incentivos 
perversos hacia más gastos y menor recaudación.

GRÁFICO 6. Mapeo del sistema de transferencias actual  
en comparación con un sistema convencional4

Fuente: Elaboración propia con base en la legislación vigente.
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solo instrumento (el artículo 214, que en otros 
países latinoamericanos se llama coparticipa-
ción) para perseguir ambos objetivos. Es decir, 
el sistema mezcla elementos de participación 
de ingresos (revenue sharing) con elementos de 
transferencias de igualación, ya que la distri-
bución de los fondos no se basa en criterios 
puramente devolutivos (como el origen o el 
lugar donde se recaudan los fondos) sino en 
fórmulas que incluyen por lo menos algunos 
criterios vinculados a necesidades de gasto y/o 
capacidad fiscal.

La función principal de las transferencias 
de participación de ingresos es cerrar la brecha 
fiscal vertical, o la falta de correspondencia 
entre las fuentes de ingresos descentralizadas 
y las obligaciones agregadas de gasto de los 
gobiernos subnacionales (gsn). Es decir, mien-
tras que es muy frecuente que el gc recaude 
ingresos que exceden sus necesidades de gasto, 
para el agregado de los gsn ocurre lo contrario. 
También es frecuente que las participaciones 
de ingresos se asignen —al menos parcialmen-
te— de acuerdo al principio de derivación, o 
según el origen geográfico de la recaudación 
de los ingresos del gc. En este caso, las parti-
cipaciones de ingresos adquieren un carácter 
más devolutivo y, además de ayudar a cerrar 
la brecha fiscal vertical, proveen incentivos al 
desarrollo de la actividad económica por parte 
de los gsn.

En contraste, las transferencias de iguala-
ción tienen la función de ayudar a cerrar las 
brechas fiscales horizontales entre los gsn. En 
todos los países, algunos gsn son relativamente 
más ricos que otros, lo que les genera mayor 
capacidad fiscal para costear sus necesidades 
de gasto. Los gsn también difieren en sus nece-
sidades de gasto por sus poblaciones y perfiles 
demográficos (más población relativa en edad 
escolar, de jubilados, etc.) o por los costos más 
altos en la prestación de servicios debido a 
la geografía, la densidad, etc. La brecha fiscal 
horizontal de cada gsn se cuantifica en muchos 
casos como la diferencia entre las necesidades 
de gasto generadas por las responsabilidades 
descentralizadas y la capacidad fiscal o los 
ingresos potenciales de cada gsn.

Debido a su diseño inicial y su creciente 
complejidad, la transferencia del artículo 214 
no cumple objetivos claros, ya sean devolutivos 
de recursos fiscales a los gd o de igualación 
en la provisión de bienes y servicios públicos 
entre dichos gd. Con el correr de los años, 

Mientras que en el sistema uruguayo es 
posible identificar algunos de estos objetivos 
en las distintas transferencias, en muchas 
ocasiones los objetivos aparecen mezclados 
en un mismo instrumento (como en el caso 
del artículo 214, que tiene objetivos devolu-
tivos y redistributivos) y es difícil establecer 
con claridad el desempeño efectivo de esas 
transferencias. El gráfico 6 ofrece una posible 
reinterpretación o mapeo del sistema actual de 
transferencias en un sistema convencional.

Las “participaciones” de ingresos con fines 
puramente devolutivos tienen escasa presencia 
en el sistema de transferencias uruguayo. Aquí 
solo podríamos identificar potencialmente 
dos transferencias. La primera es el literal A 
del Fondo de Incentivo para la Gestión de los 
Municipios (figm), que solo representa el 10 % 
del total del Fondo. Estos fondos pueden ser 
utilizados por los municipios con total libertad 
para cualquier tipo de gasto (a partir de 2016), 
lo que los califica como participaciones (reve-
nue sharing). Sin embargo, dado que estos fon-
dos son distribuidos en partidas iguales entre 
los gd, no puede decirse que sean realmente 
devolutivos; esto es, no pueden relacionarse 
con el lugar de origen de los fondos. La segun-
da son las transferencias por la Ley de Remates 
y Semovientes, relacionadas con los créditos 
fiscales en favor de los titulares de explotacio-
nes agropecuarias, que son recursos devueltos 
a los departamentos y recaudados centralmen-
te. Por último, la transferencia de compensa-
ción de recursos del sucive8 es pequeña y de 
carácter temporal y compensatorio.

En la experiencia internacional fuera de 
alc suelen utilizarse dos instrumentos sepa-
rados para cerrar la brecha fiscal vertical (en 
este caso, participaciones o revenue sharing) y 
las brechas fiscales horizontales (en este caso, 
transferencias de igualación). En Uruguay, 
como en el resto de la región, se utiliza un 

sector público del gc a los gd para facilitar la provisión 
eficiente y equitativa de los servicios públicos. Esto 
último incluye al fdi, ya que, a pesar de su nombre, está 
diseñado y verdaderamente solo funciona como un 
sistema de transferencias de capital. 

8	 El Sistema Único de Cobro de Ingresos Vehiculares 
(sucive) unifica los aforos y alícuotas de vehículos a 
escala nacional y asume los costos de gestión del sis-
tema, que entró en vigencia en 2012 y permitió incre-
mentar sustancialmente los ingresos por el impuesto a 
la patente de rodados. Véase el blog https://blogs.iadb.
org/gestion-fiscal/es/sistema-unico-de-cobro-de-in-
gresos-vehiculares-en-uruguay/.

https://blogs.iadb.org/gestion-fiscal/es/sistema-unico-de-cobro-de-ingresos-vehiculares-en-uruguay/
https://blogs.iadb.org/gestion-fiscal/es/sistema-unico-de-cobro-de-ingresos-vehiculares-en-uruguay/
https://blogs.iadb.org/gestion-fiscal/es/sistema-unico-de-cobro-de-ingresos-vehiculares-en-uruguay/
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llado en Uruguay, y esto responde en gran 
medida a que la asignación actual de funciones 
de gasto de los gd tiene un eminente carácter 
municipal, con poca cabida para la persecu-
ción de objetivos sectoriales (en educación, 
salud, etc.) que son comunes en otros países 
descentralizados. Existen sin embargo algunas 
excepciones, como es el caso de las transferen-
cias para caminería a todos los gd o la partida 
de infraestructura para el área metropolitana 
de Montevideo y Canelones.

Como se comentó más arriba, el Fondo de 
Desarrollo del Interior (fdi) es la mayor trans-
ferencia condicionada del sistema uruguayo, 
con el objetivo de promover el desarrollo local 
y/o regional e impulsar la descentralización de 
actividades en los departamentos del interior 
de Uruguay. Si bien en este caso hay un objeti-
vo claro como una transferencia condicionada 
de capital, la arquitectura del fdi presenta 
varias deficiencias.

En primer lugar, la propia Constitución 
indica que los recursos del fdi se definen con 
base en el total de tributos nacionales recau-
dados fuera del departamento de Montevideo. 
Esta exclusión de los recursos recaudados en el 
gd más grande del país no parece ser con-
secuente con el objetivo principal del fdi de 
convergencia regional, y estaría aún menos jus-
tificada si se considera que desde 2017, a través 
de la transferencia Partida Área Metropolitana, 
el gc destina a Montevideo (y Canelones), de 
forma asimétrica, recursos que no son más que 
una transferencia de capital, como en el caso 
del fdi.

En segundo lugar, la división en la asigna-
ción de los fondos (dos tercios ejecutados por 
los ministerios del gc y un tercio por los gd) 
crea problemas de coherencia que, como se 
verá más abajo, se manifiestan en distribucio-
nes geográficas muy dispares para cada uno de 
estos dos componentes.

En tercer lugar, aunque los criterios utiliza-
dos en la fórmula de distribución a los gd son 
razonables, en la práctica no se han actualiza-
do, a pesar del tiempo transcurrido (y de los 
cambios esperables en los indicadores utiliza-
dos), por lo cual los porcentajes de distribución 
entre los departamentos se han mantenido 
constantes.

Por último, los proyectos de los gd para el 
uso de los fondos del fdi deben ser aprobados 
por la Comisión Sectorial de Descentraliza-
ción. Este tipo de sistema concursal restringi-

estos objetivos se han visto progresivamente 
diluidos. Aunque parecería que el mandato 
original del artículo 214 es perseguir objetivos 
de igualación, a partir de 2006 el 12,9 % de los 
fondos disponibles se deduce previamente de 
la bolsa total y se reserva para Montevideo. 
Esto indicaría un claro objetivo devolutivo del 
artículo 214. Existen otras características de la 
transferencia del artículo 214 que lo separan 
de un concepto de transferencia incondicional 
de igualación según criterios de la compara-
ción internacional. El artículo 214 ha venido 
incorporando un buen número de deducciones 
y afectaciones que han diluido y complicado la 
estructura originaria. Estas incluyen la pre-
sencia de rubros interceptores de los fondos 
a distribuir (descritos más arriba) y el condi-
cionamiento de los fondos al cumplimiento de 
ciertas metas, junto con el cumplimiento de 
metas de compromisos de gestión. Como se 
verá, en la práctica estos efectos actúan en sen-
tidos opuestos, haciendo que los efectos netos 
de la transferencia sean débiles en cualquier 
dimensión.

Los recursos del artículo 214 se distribuyen 
entre los departamentos desde 2005 de acuerdo 
a coeficientes fijos cuya justificación no es cla-
ra. Si bien la Ley de Presupuesto de 2001-2005 
indica que para la distribución departamental 
toma en cuenta criterios de superficie, pobla-
ción, inversa del pib per cápita y porcentajes 
de hogares con carencias en las condiciones 
de vivienda obtenidos del Censo de Población 
de 1996 (sin aclarar qué porcentaje representa 
cada uno de estos criterios), los coeficientes 
aplicados desde 2006 difieren de la aplicación 
de dichos criterios y no están explicados.

No obstante, el respeto y la continuidad del 
marco legal establecido en la Constitución des-
de 1996 y plasmado en las leyes de presupuesto 
quinquenales desde 2001 (y en particular desde 
2006) han contribuido a brindar previsibilidad 
al sistema de transferencias. Como muestra 
más arriba el gráfico 2, las transferencias se han 
mantenido estables durante la última década 
en alrededor del 0,9 % del pib. Además, se han 
mantenido entre el 25 % y el 30 % de los in-
gresos totales departamentales durante dicho 
período, preservando la correspondencia fiscal 
vertical y, de esa manera, no incrementando 
incentivos negativos a la generación de ingre-
sos propios (pereza fiscal).

El sistema de transferencias condicionadas 
está (con la salvedad del fdi) poco desarro-
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IMPACTO SOBRE LA EQUIDAD 
REGIONAL EN LA DISTRIBUCIÓN  
DE LOS FONDOS

Un objetivo principal de todo sistema de 
transferencias en su conjunto es su capacidad 
de contribuir a la igualación fiscal: esto es, 
una redistribución territorial de los recursos 
fiscales que permita una provisión similar de 
bienes y servicios públicos a cargo de las in-
tendencias, dado un esfuerzo fiscal similar. El 
objetivo fundamental aquí es uno de cohesión 
y solidaridad nacional, de tal forma que se fa-
cilite que los gd con más necesidades de gasto 
y/o menos capacidad fiscal puedan garantizar 
que sus residentes tengan acceso a los servi-
cios públicos básicos que están disponibles en 
otras partes del país. Naturalmente, no todas 
las transferencias pueden o deben ser redistri-
butivas, pero sí deben serlo en su conjunto.

Aunque las disparidades económicas, socia-
les y fiscales en Uruguay son menos pronun-

do corre el peligro de penalizar a los gd con 
menor capacidad administrativa para presentar 
proyectos;9 sin embargo, la evidencia muestra 
que la gran mayoría de los gd ejecutan el 100 % 
de los recursos que reciben por fdi (véase el 
cuadro 3). Por otro lado, desde el punto de 
vista de la eficiencia del gasto, es alarmante 
que muchos gd realicen esa ejecución de obras 
solamente en los últimos meses del año (véase 
el cuadro 4), lo que sugiere que existe espacio 
para mejorar la planificación de la inversión 
pública departamental.

9	 Problemática que también se manifestó con el Fondo 
Nacional de Desarrollo Regional (fndr) de Chile. 
Véase Pineda et al. (2018). https://publications.iadb.
org/bitstream/handle/11319/8988/Estrategia-inte-
gral-para-una-descentralizacion-efectiva-y-fiscal-
mente-responsable-evidencia-de-Chile.pdf?sequen-
ce=1&isAllowed=y.

CUADRO 3. Porcentaje de ejecución departamental de recursos del fdi (2010-2017)

Departamento 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017

Artigas 100 100 95 100 100 100 100 100

Canelones 99 93 100 100 100 100 100 100

Cerro Largo 100 100 100 100 100 100 100 100

Colonia 100 100 100 100 100 100 100 100

Durazno 100 100 97 100 100 100 100 100

Flores 100 100 100 100 100 100 100 99

Florida 78 100 100 100 100 100 100 100

Lavalleja 100 100 100 100 100 100 100 77

Maldonado 88 100 100 100 100 100 100 100

Paysandú 89 100 100 100 100 100 100 100

Río Negro 100 96 96 100 100 100 100 90

Rivera 93 94 100 100 100 100 100 100

Rocha 100 100 100 100 100 100 100 100

Salto 100 100 100 100 68 100 100 90

San José 100 100 100 100 100 100 100 100

Soriano 100 100 100 100 100 100 100 90

Tacuarembó 100 100 100 100 100 100 100 100

Treinta y Tres 100 100 100 100 100 100 100 100

Fuente: Informes históricos gd-opp. El porcentaje se calcula como la razón entre las certificaciones de ejecución 
otorgadas a la intendencia en cada mes del año como porcentaje de la disponibilidad total. En el cuadro se presenta 
la ejecución acumulada al mes de diciembre.

https://publications.iadb.org/bitstream/handle/11319/8988/Estrategia-integral-para-una-descentralizacion-efectiva-y-fiscalmente-responsable-evidencia-de-Chile.pdf?sequence=1&isAllowed=y
https://publications.iadb.org/bitstream/handle/11319/8988/Estrategia-integral-para-una-descentralizacion-efectiva-y-fiscalmente-responsable-evidencia-de-Chile.pdf?sequence=1&isAllowed=y
https://publications.iadb.org/bitstream/handle/11319/8988/Estrategia-integral-para-una-descentralizacion-efectiva-y-fiscalmente-responsable-evidencia-de-Chile.pdf?sequence=1&isAllowed=y
https://publications.iadb.org/bitstream/handle/11319/8988/Estrategia-integral-para-una-descentralizacion-efectiva-y-fiscalmente-responsable-evidencia-de-Chile.pdf?sequence=1&isAllowed=y
https://publications.iadb.org/bitstream/handle/11319/8988/Estrategia-integral-para-una-descentralizacion-efectiva-y-fiscalmente-responsable-evidencia-de-Chile.pdf?sequence=1&isAllowed=y


3. Diagnóstico del sistema actual de transferencias en Uruguay | 27

CUADRO 4.	 Porcentaje de ejecución departamental mensual de recursos del fdi (2017)

Departamento Ene Feb Mar Abr May Jun Jul Ago Set Oct Nov Dic

Artigas 2,2 4,0 5,0 11,0 11,0 12,0 20,0 23,0 27,0 32,0 44,0 100,0

Canelones 4.,5 8,0 8,0 8,0 10,0 43,0 57,0 75,0 93,0 95,0 100,0 100,0

Cerro Largo 8,7 9,0 19,0 24,0 29,0 38,0 51,0 54,0 57,0 61,0 75,0 100,0

Colonia 22,6 28,0 28,0 34,0 50,0 52,0 62,0 72,0 91,0 100,0 100,0 100,0

Durazno 0,8 7,0 14,0 16,0 18,0 18,0 19,0 21,0 23,0 29,0 46,0 100,0

Flores 6,1 6,0 6,0 6,0 6,0 6,0 6,0 6,0 6,0 6,0 6,0 99,0

Florida 1,7 2,0 3,0 3,0 4,0 7,0 15,0 19,0 25,0 40,0 71,0 100,0

Lavalleja 17,7 18,0 19,0 21,0 21,0 26,0 27,0 27,0 27,0 37,0 45,0 77,0

Maldonado 50,9 66,0 67,0 71,0 77,0 78,0 78,0 78,0 78,0 78,0 100,0 100,0

Paysandú 0,7 4,0 6,0 16,0 17,0 17,0 17,0 23,0 33,0 39,0 64,0 100,0

Río Negro 0,1 28,0 28,0 28,0 28,0 28,0 28,0 28,0 28,0 30,0 43,0 90,0

Rivera 0,9 29,0 34,0 45,0 45,0 49,0 55,0 56,0 66,0 74,0 94,0 100,0

Rocha 0,8 6,0 8,0 12,0 13,0 16,0 24,0 33,0 36,0 67,0 96,0 100,0

Salto 0,0 5,0 6,0 7,0 8,0 9,0 10,0 12,0 17,0 35,0 54,0 90,0

San José 9,7 12,0 12,0 12,0 12,0 12,0 12,0 17,0 23,0 45,0 91,0 100,0

Soriano 7,5 33,0 38,0 46,0 58,0 60,0 68,0 77,0 77,0 77,0 77,0 90,0

Tacuarembó 3,9 10,0 18,0 24,0 26,0 33,0 36,0 43,0 44,0 53,0 73,0 100,0

Treinta y Tres 2,5 9,0 14,0 23,0 28,0 39,0 46,0 49,0 54,0 62,0 76,0 100,0

Fuente: Informes históricos gd-opp. El porcentaje se calcula como la razón entre las certificaciones de ejecución 
otorgadas a la intendencia en cada mes del año como porcentaje de la disponibilidad total. En el cuadro se presenta 
la ejecución acumulada al mes de diciembre.
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cuenta para medir desigualdades en el acceso a 
los servicios públicos, las disparidades entre el 
valor máximo y el mínimo son de más de tres 
veces (gráfico 9).

Sin embargo, el sistema de transferencias en 
su totalidad parece ser poco progresivo. Como 
se puede observar en el gráfico 10, las transfe-
rencias totales per cápita cambian muy poco 
con el iae per cápita; básicamente la línea de 
regresión es plana. La misma conclusión arroja 

ciadas que en otros países de la región, siguen 
siendo significativas, lo cual pone el foco sobre 
la necesidad y la importancia de que se tienda 
a cumplir el objetivo de equidad. El índice de 
actividad económica (iae) per cápita para 2016 
en el gráfico 7 muestra diferencias del doble 
entre los gd, al igual que el porcentaje de la 
población con al menos una nbi para 2011 
(gráfico 8). Finalmente, en el caso de gastos 
totales per cápita para 2017, que es lo que más 

GRÁFICO 7. Índice de actividad económica per cápita (2016, en miles de pesos)

Fuente: opp-otu.
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GRÁFICO 8. Porcentaje de la población con al menos una nbi (2011)

Fuente: opp-otu, con base en el censo de 2011.
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GRÁFICO 9. Gastos totales per cápita de los gd (2017, en miles de pesos)

Fuente: opp-otu.
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GRÁFICO 10. Transferencias per cápita en 2017 (eje vertical) e iae de 2016 (eje horizontal) 
(en miles de pesos)

Fuente: opp-otu.
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casi tres cuartos de todas las transferencias— 
no logra distribuir recursos de manera su-
ficientemente progresiva, es decir, de forma 
inversamente proporcional a la capacidad de 
recaudación de los gd (aproximada por el iae 

el gráfico 11, cuando se estudia la relación entre 
las transferencias totales per cápita y el índice 
de pobreza por hogares en 2016.

Como es esperable, la transferencia del 
artículo 214 —considerando que representa 

GRÁFICO 11. Transferencias per cápita en 2017 (eje vertical, en miles de pesos)  
y pobreza por hogares en 2016 (eje horizontal, en porcentaje)

Fuente: opp-otu.
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GRÁFICO 12. Transferencias per cápita del artículo 214 en 2017  
(eje vertical) e iae de 2016 (eje horizontal) (en miles de pesos)

Fuente: opp-otu.
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sí se espera de todo sistema de transferencias es 
que al menos la transferencia que está diseñada 
para ser de igualación sea redistributiva y de 
un monto suficientemente alto para compensar 
no solo por las disparidades fiscales en ingre-

regional per cápita), o directamente propor-
cional a sus necesidades (aproximadas por el 
índice de pobreza). Como se comentó más 
arriba, no siempre es deseable que cada una de 
las transferencias sea redistributiva, pero lo que 

GRÁFICO 13. Transferencias per cápita del artículo 214 en 2017 (eje vertical, en miles  
de pesos) y pobreza por hogares en 2016 (eje horizontal, en porcentaje)

Fuente: opp-otu.
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GRÁFICO 14. Transferencias per cápita del fdi-33 % en 2017 (eje vertical, en pesos)  
e iae de 2016 (eje horizontal, en miles de pesos)

Fuente: opp-otu.
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to, esto es, el 33 % distribuido a los gd más los 
recursos invertidos por los ministerios del gc. 
Cabe señalar que los recursos de la Adminis-
tración Central que se aplicaron en 2017 al fdi 
son muy superiores a lo que correspondería 
en caso de asignar el doble (66 %) respecto de 
la distribución a los propios gd. De hecho, los 
recursos del gc en proyectos que aportaron al 
fdi son más del triple que el 66 % hipotético. 
Expresado de otra manera: los recursos asig-
nados a los gd representan apenas el 15 % del 
monto total de proyectos que aportaron al fdi. 
Esto se debería a que contablemente se asignan 
recursos de inversión pública del propio gc, 
adicionales al fdi, al tramo nacional de los re-
cursos correspondientes al fdi, y no es posible 
distinguir dichos recursos del 66 % del fdi que 
corresponde al gc. Así, los montos del fdi total 
per cápita aumentan en promedio con el iae 
per cápita (gráfico 16) y disminuyen, aunque 
no tan marcadamente, con respecto a la tasa de 
pobreza por hogares (gráfico 17). La distribu-
ción por departamento y ministerio del tramo 
nacional del fdi sugiere que se están incluyen-
do como parte del tramo gc del fdi proyectos 
que tienen una dimensión justamente más 
nacional (por ejemplo, un puerto en Maldona-
do), pero generando la contradicción de que 
un fondo como el fdi, cuyo propio nombre 

sos propios, sino también por cualquier otra 
disparidad causada por otras transferencias, 
como puede ser el caso de las participaciones 
de ingresos por origen. Por lo tanto, los resul-
tados para el artículo 214 con respecto al iae 
regional per cápita (gráfico 12) y con respecto 
a la tasa de pobreza por hogares (gráfico 13) 
son relevantes y marcan una dirección para la 
reforma del artículo 214.

En el caso del fdi (el 33 % distribuido a los 
gd), los resultados sí son redistributivos. Los 
montos del fdi-33 % per cápita disminuyen con 
el iae per cápita (gráfico 14), aunque también 
se puede percibir una gran dispersión en la 
transferencia recibida por los gd, donde para 
similar iae/cápita (uyu 400.000), el rango 
va de uyu 250.000 per cápita (San José) a 
uyu 1.050.000 per cápita (Durazno). El mismo 
resultado cualitativo se observa con respecto 
a la tasa de pobreza por hogares (gráfico 15). 
Aunque estos resultados son positivos desde 
el punto de vista de la equidad interregional y 
muestran que el fdi-33 % parece cumplir con 
su objetivo de redistribución, el impacto total 
sobre la equidad interregional es limitado, ya 
que los recursos distribuidos con el fdi-33 % 
son escasos (6 % del total de transferencias).

Los resultados son muy distintos (de hecho, 
regresivos) para la distribucion del fdi comple-

GRÁFICO 15. Transferencias per cápita del fdi-33 % en 2017 (eje vertical, en pesos)  
y pobreza por hogares en 2016 (eje horizontal, en porcentaje)

Fuente: opp-otu.
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nivelación de la distribución de recursos fisca-
les entre los gd es ver el impacto cumulativo 
de las distintas transferencias en los siguientes 
indicadores: a) la variabilidad o dispersión de 

sugiere objetivos de convergencia regional, en 
realidad contribuya a resultados opuestos.

Una manera alternativa de analizar el 
desempeño del sistema de transferencias en la 

GRÁFICO 16. Transferencias per cápita del fdi total en 2017 (eje vertical, en pesos)  
e IAE de 2016 (eje horizontal, en miles de pesos)

Fuente: opp-otu.
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GRÁFICO 17. Transferencias per cápita del fdi total en 2017 (eje vertical, en pesos)  
y pobreza por hogares en 2016 (eje horizontal, en porcentaje)

Fuente: OPP-OTU.
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estos recursos medida por el coeficiente de 
variación;10 b) la razón entre el valor máximo 
y mínimo, y c) el coeficiente de Gini. En los 
tres casos, la transferencia del artículo 214 es la 
principal contribución para reducir la disper-
sión y la desigualdad (véase el cuadro 5). La 
contribución marginal de las sucesivas trans-
ferencias adicionales es baja, a pesar de que 
estas van en la dirección correcta, reduciendo 
la dispersión y la desigualdad; esto se relaciona 
con el artículo 214, que es la principal trans-
ferencia a los gd.11 Así, el efecto de todo el siste-
ma de financiamiento es permitir una reduc-
ción en la dispersión, ratio máximo/mínimo, 
y la desigualdad (medida por el coeficiente de 
Gini) de los gastos totales de 30 %, 20 % y 25 %, 
respectivamente, en relación con los ingresos 
propios. En la comparación internacional, esta 
reducción es relativamente baja: en países de 
alc, el coeficiente de Gini y el ratio máximo/
mínimo caen alrededor de un tercio y más de 
50 %, respectivamente; en tanto, en países de 
la ocde dicha reducción en ambos casos es de 
más del 50 % (Bone, Muñoz y Radics, 2016). 
Si bien en relación con países de alc la línea 
de base (dispersión y desigualdad de ingresos 
propios) en Uruguay es baja, en relación con 
países de la ocde es similar, a pesar de lo cual 
dichos países logran, a través de sus sistemas 
de transferencias, reducciones mayores en la 
dispersión y la desigualdad de sus gastos.

10	 El coeficiente de variación se define como la varia-
ción estándar de la distribución dividida por su valor 
medio. 

11	 Cabe indicar que el fdi del gc, si bien reduce mar-
ginalmente los indicadores, corresponde a recursos 
ejecutados por los ministerios del gc. 

CUADRO 5. Efecto de transferencias sobre dispersión y desigualdad en ingresos propios (2017)

Indicador/ 
concepto

Ing Prop 
(ip)

ip + Art 
214

ip + Art 214 
+ Cond

ip + Art 214  
+ Cond + fdi 

33%

ip + Art 214  
+ Cond + fdi 33% 

+ fdi gc 

Gastos  
totales (gt)

Coeficiente de 
variación

0,46 0,33 0,32 0,31 0,30 0,32

Razón máximo/ 
mínimo

4,15 3,25 3,14 3,04 3,02 3,33

Coeficiente  
de Gini

0,21 0,17 0,16 0,16 0,16 0,16

Fuente: opp-otu.
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las disparidades fiscales entre gd. La cuestión 
principal que nos ocupa en esta sección es 
cómo conseguir esa mayor progresividad uti-
lizando metodologías claras y transparentes 
dentro de la restricción técnica impuesta por 
la disponibilidad de los datos necesarios para 
cada metodología.

Como se describió en el diagnóstico, existen 
razones de diseño que estarían también detrás 
del desempeño del artículo 214. Remediar esos 
problemas marca también de manera clara 
direcciones alternativas de reforma para la 
transferencia del artículo 214. En gran medi-
da la reducción de disparidades en gastos per 
cápita y el aumento de la progresividad en la 
asignación de las transferencias del artículo 
214 dependerán de la fórmula de distribución 
utilizada, como se analiza más adelante. Sin 
embargo, sería también deseable reformar 
otros aspectos del artículo 214.

En primer lugar, parece importante de-
cidir si, dentro del artículo 214, los fondos 
que persigan el objetivo de devolución se 
deben separar de aquellos que se utilicen para 
perseguir el objetivo de redistribución. Una 
posibilidad concreta y fiscalmente neutra 
sería reducir el monto del artículo 214 y uti-
lizar los fondos equivalentes para introducir 
una participación de algún ingreso central 
por origen (por ejemplo, el iva centralmente 
recaudado, que sería distribuido en términos 
proporcionales al pib regional). El remanen-
te del artículo 214 quedaría exclusivamente 
como una transferencia de igualación. De esta 

MOTIVACIÓN Y REFORMAS 
ESTRUCTURALES

Como se observó en la sección anterior, 
la transferencia del artículo 214 no cumple 
claramente con el objetivo de mayor iguala-
ción o nivelación en la provisión de bienes y 
servicios públicos entre los gd. De hecho, el 
ratio entre el valor máximo y el mínimo del 
gasto total per cápita entre los gd (que refleja 
todas las transferencias y los ingresos propios) 
en 2017 es más del triple. Si bien es un valor 
inferior al promedio para alc, en relación 
con países de la ocde es alto (véase Muñoz, 
Pineda y Radics, 2017), y es muy probable que 
se traduzca en diferencias en el acceso a los 
servicios públicos de residentes en distintos 
gd. En la práctica internacional, un objetivo 
común de las transferencias de igualación 
es garantizar que los ciudadanos tengan un 
acceso similar a los servicios básicos con in-
dependencia de dónde residan en el territorio 
nacional. Como también se analizó, la trans-
ferencia del artículo 214 no logra una distri-
bución de recursos fiscales suficientemente 
progresiva, es decir, de forma inversamente 
proporcional a la capacidad de recaudación 
de los gd (aproximada por el pib regional 
per cápita), o directamente proporcional a 
sus necesidades (aproximadas por el índice 
de pobreza). Estos resultados marcan pautas 
claras para la posible reforma del artículo 214; 
en particular, incrementar la progresividad 
en la distribución de los recursos y reducir 

4. Opciones de reforma del artículo 214
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se debe igualar la capacidad de financiamiento, 
las necesidades de gasto o ambas cosas, y qué 
metodología utilizar para su cuantificación. 
La tercera es determinar la fórmula de distri-
bución del fondo de igualación entre los gd 
elegibles, por ejemplo, de forma proporcional, 
maximizando la cantidad mínima percibida. 
La cuarta es elegir el período de transición del 
viejo al nuevo sistema y el tratamiento de los 
perdedores; por ejemplo, mantenerlos indem-
nes (hold harmless) con respecto a las distri-
buciones recibidas en el pasado, realizar una 
reconversión gradual o introducir los cambios 
de golpe sin compensación alguna.

Para la posible reforma de la transferencia 
del artículo 214, en el sentido de convertir-
la más en una transferencia de igualación, 
se han considerado tres metodologías: a) la 
brecha fiscal entre las necesidades de gasto y la 
capacidad fiscal; b) un índice ponderado con 
proxys para necesidades de gasto y capacidad 
fiscal, y c) la capacidad fiscal por población 
ajustada. Cabe poca duda de que la metodolo-
gía preferible para la reforma del artículo 214 
es la de la brecha fiscal, que es la mejor práctica 
en la experiencia internacional, en la que se 
puede utilizar un número de técnicas para el 
cómputo directo de las necesidades de gasto y 
la capacidad fiscal. Es lógico e intuitivo que la 
transferencia de igualación a recibir dependa 
de si una jurisdicción subnacional tiene mayo-
res o menores necesidades de gasto y mayor o 
menor capacidad de financiar esas necesida-
des dados sus recursos fiscales (excluyendo la 
transferencia de igualación).

Con respecto a la metodología a, no obs-
tante, en Uruguay no se dispone hoy en día de 
los datos necesarios para el cómputo directo 
de las necesidades de gasto —en concreto, 
una clasificación funcional del gasto a nivel 
de los gd—. Por su parte, tampoco se cuenta 
con la información necesaria para el cálculo 
directo de la capacidad fiscal —en concreto, 
las bases tributarias de los principales im-
puestos subnacionales, el inmobiliario y la 
patente vehicular—. Por lo tanto, no es posible 
actualmente utilizar esta metodología, pero es 
deseable construir capacidad para estimar la 
brecha fiscal a medida que se vaya superando 

nes de los gd relativamente más ricos a la bolsa de 
igualación, como es el caso de los sistemas fraternales 
o Robin Hood que se utilizan en Alemania, España y 
en muchos otros países.

manera se tendría un instrumento separado 
para cada uno de los objetivos: de devolución 
y de redistribución.

Existen otras características de la transferen-
cia del artículo 214 que lo separan de un concep-
to de transferencia incondicional de igualación 
según criterios de la comparativa internacional. 
El artículo 214 ha ido incorporando un buen 
número de deducciones y afectaciones que han 
diluido su rol principal como transferencia de 
igualación. La nueva transferencia de igualación 
debería hacerse completamente incondicional, 
siguiendo la buena práctica internacional. Ello 
implicaría eliminar deducciones y afectaciones 
dentro del artículo 214. Si todavía se considerase 
necesario perseguir algunos de los objetivos de 
las transferencias condicionales, lo más adecua-
do sería explicitar la introducción de nuevos 
instrumentos, aun cuando ello requiriera la 
reducción permanente de los fondos disponibles 
para la transferencia de igualación.

La tarea más acuciante en la reforma del 
artículo 214 es la actualización de su fórmula 
de distribución entre los gd. En la actualidad 
esa distribución se hace, desde el presupues-
to 2006-2010, de acuerdo a coeficientes fijos 
por departamento cuya racionalidad no está 
explicitada. La fórmula de asignación del 
presupuesto 2001-2005 indicaba que para la 
distribución departamental tomaba en cuenta 
criterios de superficie, población, inversa del 
pib per cápita y porcentaje de hogares con ca-
rencias en las condiciones de vivienda obteni-
dos del Censo de Población de 1996, sin aclarar 
qué porcentaje representa cada uno de estos 
criterios, e incluyendo a Montevideo.

ɞ	 Reforma del sistema de igualación

Aunque existen cuestiones técnicas a respe-
tar, tales como la introducción de incentivos 
correctos, el diseño de un sistema de iguala-
ción requiere varias decisiones de carácter emi-
nentemente político. La primera es determinar 
el estándar de equidad que se persigue (lo cual 
obligaría unos fondos determinados) o, alter-
nativamente, el monto total de recursos dispo-
nible (lo cual implicaría la posible obtención de 
cierto estándar de equidad).12 La segunda es si 

12	 Estos recursos proceden por lo general de aporta-
ciones del gobierno central (como es en el caso del 
artículo 214 en la actualidad) o alternativamente 
pueden proceder, en todo o parte, de las aportacio-
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tan solo en alguna aproximación o forma que 
permita calcular la población ajustada por 
necesidades de gasto para cada gd.

RESULTADOS DE LA APLICACIÓN 
DE LA METODOLOGÍA DEL ÍNDICE 
PONDERADO

En el caso de la metodología del índice 
ponderado se utilizan cuatro variables ya con 
arraigo en la práctica uruguaya del artículo 214. 
Las tres primeras (población, superficie y nbi, 
una de las cuales es carencias en las condiciones 
de vivienda) aproximan variaciones en las ne-
cesidades de gasto, mientras que la inversa del 
pib regional per cápita aproxima la capacidad 
fiscal. Para los pesos relativos se utilizan dos 
variantes ad hoc:14 la primera con pesos iguales 
(del 25 %); la segunda con mayores pesos para 
población y nbi y menor para las otras varia-
bles (población, 40 %; nbi, 30 %; inversa pib/
cápita, 20 %; superficie, 10 %).

Los resultados del cálculo del índice ponde-
rado de las cuatro variables con pesos relativos 
iguales (25 %) se muestra en el cuadro 6. Los 
cálculos se hacen para cada gd, y el resultado 
de aplicar los ponderadores se muestra como 
un índice global de necesidades de gasto (igng) 
en la última columna del cuadro. Es impor-
tante notar que Montevideo se incluye en el 
cálculo como uno más de los gd; de esta forma 
su transferencia está sujeta a la lógica impuesta 
por la fórmula adoptada y sin ningún trata-
miento especial o separado (como es ahora el 
caso). La variable más volátil es población, lo 
que refleja su concentración en Montevideo y 
(en menor medida) en Canelones.

La distribución con el igng con pesos re-
lativos iguales reduce, por un lado, la disper-
sión en los porcentajes de asignación entre 
departamentos: el coeficiente de variación 
cae respecto a la asignación actual del artí-
culo 214 (de 0,45 a 0,37) y el ratio máximo/
mínimo también cae (de 5,6 a 3,9). Por otro 
lado, en la asignación per cápita resultante 
por departamento, el coeficiente de variación 
y el ratio máximo/mínimo caen marginal-

14	 La estimación precisa de la brecha fiscal (diferencia 
entre la capacidad fiscal y las necesidades de gasto) 
permitiría definir pesos relativos que aproximen dicha 
brecha fiscal. A falta de dicha estimación, la definición 
de pesos relativos es ad hoc. 

la restricción de información, es decir, que se 
cuente con la clasificación funcional del gasto 
y la estimación de las bases tributarias.13 Las 
opciones metodológicas para el cálculo de la 
brecha fiscal se resumen en el anexo 1.

La metodología b del índice ponderado 
consiste en seleccionar variables que aproximan 
la medición de necesidades de gasto (como po-
blación, superficie, etc.) y de la capacidad fiscal 
(como el producto regional per cápita), junta-
mente con la selección de pesos relativos para 
cada una de esas variables, e integrar todo ello 
en un índice. La ventaja de esta metodología es 
su simplicidad. Entre las desventajas se cuenta 
la arbitrariedad en la selección de variables rele-
vantes y sobre todo de sus pesos relativos.

La metodología c de la capacidad fiscal por 
población ajustada incluye una estimación 
directa de la capacidad de financiamiento y 
solo un cálculo más indirecto de las necesi-
dades de gasto. Las jurisdicciones que tienen 
más necesidades de gasto experimentan un 
incremento en su población ajustada, lo que 
implica una reducción en su capacidad fiscal 
ajustada. Lo contrario es el caso para las juris-
dicciones con menores necesidades de gasto: 
en su caso, la población ajustada es menor 
que la actual y, por lo tanto, su capacidad 
fiscal ajustada es mayor.

La metodología c puede considerarse 
intermedia entre la metodología de la brecha 
fiscal y la metodología del índice ponderado. 
Ello es así porque la metodología del índice 
ponderado provee una aproximación indicati-
va a la medición de la capacidad fiscal y de las 
necesidades de gasto. Sin embargo, en el caso 
de la metodología de la capacidad fiscal por 
población ajustada, se calcula explícitamente la 
capacidad fiscal y además se miden las necesi-
dades de gasto al menos tan bien como se hace 
en el caso de la metodología del índice ponde-
rado. Una ventaja práctica de la metodología c 
sobre la a es que proporciona más flexibilidad 
para calcular las necesidades de gasto, aunque 
al costo de menor precisión en la estimación. 
Más en concreto, no es necesario estimar las 
necesidades de gasto directamente (como se 
requiere en el caso de la brecha fiscal), sino 

13	 Cabe destacar las estimaciones de la brecha fiscal rea-
lizadas por Muinelo, Urraburu y Castro (2017) como 
intento de estimar la capacidad fiscal y las necesidades 
de gasto, en las que utilizaron bases de información 
que requieren ser completadas y precisadas. 
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CUADRO 6. Índice global de necesidades de gasto (igng) y ponderadores.  
Pesos: 25 % cada variable14

Departamento
Ponderaciones

Índice global de  
necesidades de gastoSuperficie nbi Población Inversa pib/  

cápita regional

Flores 0,73 % 0,98 % 0,19 % 1,13 % 3,03 %

Colonia 0,87 % 1,04 % 0,94 % 0,92 % 3,76%

Río Negro 1,32 % 1,33 % 0,42 % 0,81 % 3,88 %

San José 0,71 % 1,22 % 0,82 % 1,33 % 4,08 %

Maldonado 0,68 % 1,18 % 1,25 % 1,02 % 4,13 %

Rocha 1,35 % 1,20 % 0,52 % 1,22 % 4,29 %

Lavalleja 1,42 % 1,15 % 0,45 % 1,28 % 4,29 %

Florida 1,48 % 1,10 % 0,51 % 1,25 % 4,34 %

Treinta y Tres 1,32 % 1,40 % 0,37 % 1,35 % 4,44 %

Soriano 1,28 % 1,33 % 0,63 % 1,29 % 4,52 %

Durazno 1,73 % 1,43 % 0,43 % 1,31 % 4,91 %

Rivera 1,49 % 1,55 % 0,79 % 1,75 % 5,59 %

Cerro Largo 1,94 % 1,53 % 0,64 % 1,53 % 5,64 %

Paysandú 1,98 % 1,41 % 0,86 % 1,45 % 5,71 %

Artigas 1,73 % 1,86 % 0,56 % 1,63 % 5,78 %

Tacuarembó 2,27 % 1,54 % 0,69 % 1,52 % 6,02 %

Salto 1,98 % 1,69 % 0,95 % 1,58 % 6,20 %

Canelones 0,64 % 1,15 % 3,96 % 1,71 % 7,46 %

Montevideo 0,08 % 0,92 % 10,03 % 0,91 % 11,93 %

Coef. var 0,44 0,19 1,72 0,21 0,37

Ratio máx/min 29,82 2,03 52,66 2,16 3,23

Fuentes: Censo de 2011 y opp-otu.

1	 Población y NBI según el Censo de 2011; PIB según el IAE departamental de 2016. Vale indicar que los pesos relativos iguales 
(del 25 %) no tienen un fundamento teórico 
sólido. Del análisis del cuadro 6 es claro que la 
variable que presenta más diferencias entre los 
departamentos es población, que se concentra 
en Montevideo (40 %) y Canelones (16 %). Es 
posible razonar que tanto la población como 
la población con nbi pueden ser más determi-
nantes de las necesidades de gasto que la super-
ficie, variable esta última que presenta menor 
variación entre los departamentos en relación 
con la población (al igual que la inversa del pib 
regional per cápita). Para establecer la sensibili-
dad de los resultados a los supuestos realizados 
sobre los pesos relativos, también se simuló la 

mente respecto a la asignación actual.15

16 Por 
su parte, los gráficos 18 y 19 muestran que 
mejora la progresividad respecto a la asig-
nación actual (gráficos 9 y 10), tanto con 
respecto al iae per cápita como a la pobreza 
departamental.17

15	 Población y nbi según el Censo de 2011; pib según el 
iae departamental de 2016.

16	 Esto se calcula sumando las transferencias per cápita 
por departamento a los ingresos propios per cápita 
por departamento, siguiendo la metodología del 
cuadro 5.

17	 El coeficiente de correlación entre las series se duplica 
en ambos casos para la asignación propuesta en rela-
ción con la asignación actual.
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distintos y la asignación actual. En la asigna-
ción con pesos iguales, 12 de los 19 departa-
mentos mejoran su participación respecto a la 
distribución actual, el doble que en la asig-
nación con pesos distintos. Naturalmente, en 

distribución del artículo 214 con pesos relativos 
distintos: superficie, 10 %; nbi, 30 %; población, 
40 %, e inversa iae/cápita, 20 %.

El cuadro 7 compara los resultados de la 
asignación del igng con pesos iguales, pesos 

GRÁFICO 18. Transferencias per cápita propuestas con ponderadores iguales  
(eje vertical) e IAE de 2016 (eje horizontal) (en miles de pesos)

Fuente: opp-otu.
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GRÁFICO 19. Transferencias per cápita propuestas con ponderadores iguales (eje vertical,  
en miles de pesos) y pobreza por hogares en 2016 (eje horizontal, en porcentaje)

Fuente: opp-otu.
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iguales; por su parte, el ratio máximo/mínimo 
cae más para el igng con pesos distintos que 
para el igng con pesos iguales.18

Por último, los gráficos 20 y 21 muestran 
que la progresividad de la propuesta de distri-
bución con ponderadores distintos empeora 
ligeramente respecto a la distribución con pon-
deradores iguales, tanto respecto al iae/cápita 
como con respecto a la pobreza departamental.

Además de las dos simulaciones aquí pre-
sentadas, se calcularon varias otras que no se 

18	  Esto se calcula sumando las transferencias per cápita 
por departamento a los ingresos propios per cápita 
por departamento, siguiendo la metodología del 
cuadro 5.

la asignación con pesos iguales se benefician 
más departamentos alejados de la capital y 
relativamente más pobres, como Artigas, Ri-
vera y Cerro Largo. En tanto, en la asignación 
con pesos distintos los departamentos que 
más ganan son aquellos con mayor población 
(Canelones y especialmente Montevideo), al 
tiempo que se incrementa la dispersión en los 
porcentajes de asignación entre departamen-
tos, tanto respecto a la distribución con pesos 
iguales como a la distribución actual. Con 
respecto a la asignación per cápita resultante 
por departamento, el coeficiente de variación 
de la asignación del igng con pesos distintos 
cae marginalmente respecto a la asignación 
actual y de manera similar al igng con pesos 

CUADRO 7. Índice global de necesidades de gasto (igng)  
con distintos ponderadores versus distribución actual

Departamento igng pesos iguales igng distintos pesos Distribución actual

Flores 3,03% 2,67% 2,38%

Río Negro 3,76% 3,44% 4,11%

Lavalleja 3,88% 3,68% 3,79%

Florida 4,08% 3,73% 3,88%

Rocha 4,13% 3,78% 4,46%

Colonia 4,29% 3,83% 4,19%

Treinta y Tres 4,29% 3,88% 4,95%

San José 4,34% 4,13% 3,69%

Soriano 4,44% 4,14% 4,66%

Durazno 4,52% 4,16% 4,40%

Maldonado 4,91% 4,51% 6,79%

Cerro Largo 5,59% 4,86% 5,00%

Paysandú 5,64% 5,03% 5,38%

Tacuarembo 5,71% 5,07% 5,25%

Artigas 5,78% 5,12% 4,87%

Rivera 6,02% 5,12% 4,54%

Salto 6,20% 5,60% 5,62%

Canelones 7,46% 9,33% 8,65%

Montevideo 11,93% 17,91%% 13,38%

Coef. Var 0,37 0,64 0,45

Ratio máx/min 3,23 6,70 5,61

Fuente: opp-otu.
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incrementó la ponderación de la población y se 
incluyeron variables de dispersión (inversa de 
la densidad poblacional), que suele ser un buen 
proxy de necesidades de gasto (mayor costo de 
proveer servicios en gd con menor población 
y más dispersa). No obstante, ninguna de estas 
simulaciones con distintos ponderadores para 
población y dispersión poblacional (proxys de 
necesidades de gasto) e inversa del iae depar-

presentan por razonas de espacio y se resumen 
aquí. Una de ellas parte del reconocimiento de 
que el iae departamental per cápita y las nbi 
departamentales están muy (negativamente) 
correlacionadas (el coeficiente de correla-
ción entre ambas es de –0,6), con lo cual se 
prescindió de las nbi. Además, a partir de la 
concentración poblacional en Montevideo y 
Canelones, en algunas de las simulaciones se 

GRÁFICO 20. Transferencias per cápita propuestas con ponderadores distintos (eje vertical) 
e IAE de 2016 (eje horizontal) (en miles de pesos)

 Fuente: opp-otu.
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GRÁFICO 21. Transferencias per cápita propuestas con ponderadores distintos (eje vertical,  
en miles de pesos) y pobreza por hogares en 2016 (eje horizontal, en porcentaje)

Fuente: opp-otu.
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mide con respecto a una población por juris-
dicción que es mayor que la real si las necesi-
dades de gasto están por encima de la media, o 
con respecto a una población menor que la real 
si sus necesidades de gasto son relativamen-
te más bajas. Esta es la metodología general 
utilizada por países como Alemania, España o 
Polonia. Mientras que en Alemania el ajuste es 
muy simple (tan solo para algunas ciudades se 
incrementa la población ajustada en el 50 %), 
en España o Polonia los ajustes por necesida-
des de gasto son más complejos y permiten 
llegar a medidas más sofisticadas de población 
ajustada.

Es importante recordar la función sustancial 
de esta metodología: la medida de la capacidad 
fiscal para cada gd se divide por la población 
ajustada de esos gd, y el estimado de la pobla-
ción ajustada se obtiene al multiplicar la pobla-
ción total (de todos los gd) por un índice pon-
derado que captura (de manera aproximada) 
las necesidades de gasto de cada gd. Este índice 
ponderado está compuesto de un número de 
variables que aproximan necesidades de gasto 
para las distintas funciones de gasto de los gd, 
y de pesos relativos que reflejan la importancia 
en los presupuestos de esas funciones de gasto. 
Por lo tanto, un paso importante será construir 
ese índice de necesidades de gasto. Afortuna-
damente, la información que se necesita ya ha 
sido generada arriba, en las simulaciones que 
utilizan el igng.

Sin embargo, todo el ejercicio empírico 
que sigue, referido a la aplicación de la meto-
dología de la capacidad fiscal por población 
ajustada, debe ser interpretado como tan solo 
ilustrativo de una estimación más sofistica-
da, basada en la capacidad fiscal ajustada por 
necesidades de gasto. Ello es así porque, como 
se indica más abajo, la información necesaria 
para obtener un buen estimado de la capacidad 
fiscal todavía no está disponible. Una aplica-
ción más precisa de esta metodología requiere 
mejorar la estimación de las bases tributarias y 
al mismo tiempo generar gasto por funciones 
para mejorar la estimación de las necesidades 
de gasto, aunque en tal caso podría estimarse 
de manera directa la metodología de la bre-
cha fiscal, que es la preferida para el diseño de 
transferencias de igualación.

Una dificultad importante es que aún no 
existe estimación confiable y actualizada de 
las bases tributarias departamentales. En su 
lugar, como se explica más abajo, se utilizan el 
pib o el iae regional como proxy de las bases 

tamental (proxy de capacidad fiscal) mejora los 
resultados alcanzados por la simulación con 
ponderaciones iguales para las cuatro variables, 
tanto en términos de la dispersión y desigual-
dad como de progresividad respecto al iae per 
cápita y pobreza.

Por ello, a falta de una estimación más 
precisa de la brecha fiscal (a través de la 
estimación de la capacidad fiscal y las necesi-
dades de gasto), que oriente el cálculo de las 
transferencias de igualación y pueda simular 
la asignación de manera simple a través de la 
construcción de un índice ponderado, se sugie-
re transparentar la asignación de recursos del 
artículo 214 entre los departamentos utilizando 
los criterios con precedente en la asignación 
histórica: población, superficie, inversa del pib 
per cápita y, en sustitución del porcentaje de 
hogares con carencias en las condiciones de 
vivienda, el indicador de al menos una nbi, que 
refleja de manera más amplia las necesidades 
básicas insatisfechas.

Al respecto, las simulaciones realizadas 
con ponderaciones iguales y distintas para las 
cuatro variables consideradas son ejemplos 
del uso del índice ponderado, que presentan 
mejores resultados que la asignación actual en 
términos distributivos y de dispersión. A falta 
de una estimación precisa de la brecha fiscal, 
cuál de estas simulaciones seleccionar es una 
decisión política, en función de la valoración 
de las variables consideradas (especialmente 
población), la capacidad redistributiva y el nú-
mero de departamentos que mejoran su parti-
cipación, entre otros criterios. Por supuesto, al 
momento de proponer la reforma se deberían 
utilizar los valores más actualizados posible de 
los indicadores (población, nbi y pib depar-
tamentales), e invocar la asignación histórica 
tanto de la Ley de Presupuesto 2001-2005 (ley 
17.296) como del fdi (decreto 411/2001), que 
utilizan criterios similares, como fuentes de 
legitimidad.

RESULTADOS DE LAS SIMULACIONES 
UTILIZANDO LA METODOLOGÍA DE LA 
CAPACIDAD FISCAL POR POBLACIÓN 
AJUSTADA

Como se indicó más arriba, hay países que 
utilizan la metodología de la capacidad fiscal 
por población ajustada por necesidades de 
gasto. Esto es, mientras que el principal criterio 
de distribución es la capacidad fiscal, esta se 
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tributario, ajustando el valor a cero si el valor 
predicho es negativo.

Posteriormente, el valor predicho se multipli-
ca por la población departamental (Poblaciónk) 
para estimar el valor de los respectivos ingresos 
propios potenciales totales del departamento 
(IPk).

La capacidad fiscal de cada gd (k)  (CFk) se 
define como la suma de los ingresos propios 
potenciales(IPk) más los ingresos provenientes 
de las participaciones de ingresos y otras trans-
ferencias (TRk), de tal forma que la capacidad 
fiscal total y per cápita son, respectivamente:

Los pasos metodológicos adicionales para 
arribar a la distribución del artículo 214 de 
acuerdo con la capacidad fiscal por población 
ajustada son los siguientes: para el índice glo-
bal de necesidades de gasto (igng) se han iden-
tificado cuatro variables como determinantes 
de las necesidades de gasto: población (Pobl), 
superficie (Sup), nbi (NBI) y la inversa del pib 
regional (PIB). El IGNG para cada GD k es la 
suma ponderada de los valores relativos de 
estas cuatro variables:

donde, si se suman entre todos los gd, se obtie-
ne que la sumatoria es la unidad:

Pero un igng con los cuatro factores puede 
no ser adecuado para estimar la población 
ajustada en la metodología de la capacidad 
fiscal por población ajustada, dado que el 
igng ya contiene un elemento de capacidad 
fiscal, que es la inversa del pib regional per 
cápita. Por esta razón, también se simula un 
igng de necesidades de gasto con solo tres 
componentes:

tributarias. Y aunque este tipo de proxy puede 
funcionar bien para impuestos que depen-
den del consumo o el ingreso, en el caso de 
Uruguay, con ingresos departamentales que 
están basados en stocks (tierra y vehículos), 
su explicación por un flujo (la producción 
anual regional) probablemente no sea lo más 
adecuado. Sin embargo, es la mejor alternativa 
disponible actualmente.

ɞ	 Metodología

El primer paso en la metodología de la 
capacidad fiscal por población ajustada por 
necesidades de gasto es determinar la capa-
cidad fiscal para cada gd. La capacidad fiscal 
mide la habilidad de cada gd para financiar 
sus necesidades de gasto cuando se dejan fue-
ra de esa medida las transferencias de iguala-
ción y aquellas transferencias condicionadas 
que financian servicios específicos, los cuales, 
a su vez, son excluidos del cálculo de las ne-
cesidades de gasto globales. En el caso de los 
ingresos propios (impuestos y tasas) es nece-
sario estimar los ingresos potenciales, ya que 
la utilización de los ingresos reales generaría 
incentivos perversos a bajar la recaudación 
(de manera de recibir más transferencias). 
Para los otros ingresos a ser incluidos en la 
capacidad fiscal (participaciones de ingresos 
y otras transferencias) no es necesario estimar 
ingresos potenciales, ya que los gd no tienen 
capacidad de alterar su monto cambiando 
su comportamiento. En este caso, basta con 
incluirlos directamente.

Idealmente, la estimación de los ingresos 
propios potenciales (por impuestos y ta-
sas) estaría basada en la información sobre 
bases impositivas y tasas medias de esfuerzo 
recaudatorio. Dado que la información sobre 
las bases impositivas no está disponible, es 
necesario utilizar proxys. Para estimar los in-
gresos propios potenciales per cápita IPpck se 
corrieron regresiones para todos los gd utili-
zando como variable dependiente los ingresos 
propios per cápita por componente (IPpck) y 
como variable independiente el pib regional 
en pesos per cápita (PIBpck). El supuesto fun-
damental en este caso es que el pib regional 
en pesos per cápita estaría altamente correla-
cionado con cada una de las bases impositivas 
per cápita.

A continuación, se utilizan los parámetros 
estimados en las regresiones para predecir los 
ingresos propios potenciales por componente 

CFk = TRk + IPk

CFpck = 
CFk 

 Poblaciónk

IPk = IPpck × Poblaciónk

∑IGNGk = 1

en los demás casos
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fondos de acuerdo con el principio de maximín: 
los fondos se distribuyen comenzando desde 
abajo con el gd que tenga el rcppai más bajo y 
se continúa hacia arriba, tirando de los otros gd 
con el objetivo de maximizar el valor mínimo 
del RCPPAi.

19 Esta es una forma de concentrar el 
monto de transferencias en los departamentos 
más necesitados. Un aspecto importante en la 
selección del criterio de distribución es que un 
sistema de Robin Hood o incluso de maximín 
tiene menos sentido en Uruguay dado que 
la transferencia del artículo 214 no solo tiene 
un componente o intención de igualación, 
sino también otro componente devolutivo de 
participación de ingresos (revenue sharing). Por 
esto último, se supone que todos los gd deben 
recibir un monto positivo de la transferencia.

ɞ	 Estimación de la capacidad fiscal

Se estimaron los ingresos potenciales 
corriendo regresiones para cada componente 
de ingresos propios como variable depen-
diente y utilizando el iae departamental per 
cápita como variable independiente. Las 
regresiones (en términos per cápita y loga-
ritmos) corresponden a contribuciones por 
mejoras, impuestos, tasas, precios, actividades 
industriales y otros ingresos. Los ingresos 
por concesiones no tienen grados de libertad 
suficiente para correr regresiones, por lo que 
se decidió incluir los valores actuales. Otros 
ingresos incluyen ingresos por multas y recar-
gos, ingresos por actividades comerciales y al-
gunos servicios cobrados por los gd, ingresos 
extraordinarios y ajustes en los ingresos. Las 
regresiones se corrigieron por heteroscedas-
ticidad y se utilizaron logaritmos para que la 
distribución de las variables presentara una 
distribución más cercana a la normal.

19	 Con más detalle, las transferencias se asignan, prime-
ro, al gobierno con la máxima desviación (a la baja) 
de la ratio de la capacidad fiscal por población ajus-
tada, hasta el punto en que alcanza a aquel gobierno 
con la segunda distancia más grande. En adelante se 
les entregan transferencias a estos dos gobiernos hasta 
que alcanzan al tercero, y así sucesivamente hasta que 
se agota el fondo de transferencias. Con este sistema 
se establece un ratio de capacidad fiscal por población 
ajustada que resulta ser común para todos los gobier-
nos beneficiados. Por su parte, aquellos gobiernos con 
un ratio de capacidad fiscal por población ajustada 
mayor que el mínimo no recibirían ningún beneficio.

El siguiente paso consiste en obtener la 
población ajustada para cada gd. Para ello, el 
índice global de necesidad de gasto (IGNG) se 
aplica a la población total (población nacional 
o conjunto de los gd) para por fin estimar la 
población ajustada por necesidades de gasto de 
cada GD k (Población_Ajustadak):

Naturalmente, la sumatoria de la Pobla-
ción_Ajustadak  es igual a la población total real 
de Uruguay, ya que la sumatoria de IGNGk es la 
unidad.

Finalmente, se puede calcular el cociente 
de la capacidad fiscal por población ajustada 
(RCPPAk) para cada gd:

Desde un punto de vista puramente infor-
mativo, se puede dividir la población ajustada 
por la población real de cada departamento 
para visualizar los ajustes al alza o a la baja de 
la capacidad fiscal. Los gd con un cociente 
mayor que la unidad ven rebajada su capacidad 
fiscal por población ajustada y, por lo tanto, 
verían incrementada su transferencia de igua-
lación. Lo contrario ocurriría para los gd con 
un cociente menor que la unidad.

Una vez que se obtiene el cociente de la ca-
pacidad fiscal por población ajustada (RCPPAk) 
para cada gd, la cuestión es cómo utilizar esta 
serie para repartir los fondos disponibles de 
igualación del artículo 214. Existen en principio 
muchas formas de hacer esto. Por ejemplo, los 
fondos podrían ser distribuidos en forma pro-
porcional a las diferencias en la razón de la ca-
pacidad fiscal por población ajustada (RCPPAk), 
o hacerlo tan solo para los gd que tenga una 
razón por debajo de la media; en este caso, los 
gd con una razón por encima de la media no re-
cibirían fondos. Es interesante notar que países 
que utilizan esta metodología de la capacidad 
fiscal por población ajustada (Alemania, España 
o Polonia) de hecho hacen a estas regiones 
contribuir —proporcionalmente, en la medida 
en que estén por encima de la media— en lo 
que se conoce como un sistema fraternal o de 
Robin Hood. Otra posibilidad es distribuir los 

Población_Ajustadak = IGNGk * Pobl Total
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ɞ	 Capacidad fiscal (forma ampliada)  
por población ajustada

La capacidad fiscal per cápita en su forma 
ampliada, utilizando valores promedio para el 
período 2014-2016, se muestra en el cuadro 9.20 
Dos particularidades saltan a la vista. En primer 
lugar, el tamaño relativo de las transferencias 
condicionadas per cápita es reducido en compa-
ración con el tamaño de los ingresos potenciales 
propios per cápita. Ello es así para todo tipo de 
gd, sea más o menos relativamente rico. En se-
gundo lugar, la diferencia en capacidad fiscal per 
cápita entre el valor máximo (Río Negro, segui-
do de cerca por Montevideo) y el valor mínimo 
(Canelones) es de alrededor del doble, lo que 
refleja similar comportamiento al pib regional 
per cápita (ver el cuadro 6 en la p. 38).

La utilización del igng (población, 40 %; nbi, 
40 %, y superficie, 20 %) produce cambios sig-
nificativos en la población ajustada en relación 
con la población real, y por ende en su elegi-
bilidad y en el monto de las transferencias de 
igualación que podría recibir. Al reducir la pon-
deración de la población a 0,4 e incluir criterios 
de nbi y superficie, los aumentos más fuertes 
son para los gd relativamente más pobres y 
extensos, en tanto que para los departamentos 
más poblados, como Canelones y Montevideo, 
la población ajustada baja significativamente 
con respecto a la población real. Esto último 
incrementa sustancialmente la capacidad fiscal 
ajustada de los gd más poblados, lo que reduce 
su probabilidad de ser elegibles para transferen-
cias de igualación (cuadro 10).

20	 En el caso de las transferencias condicionadas, son 
valores para 2017. 

Las estimaciones se realizaron usando la 
base de datos desde 2001 a 2016. Sin embargo, 
para reducir la volatilidad de las estimaciones, 
el cálculo de los ingresos potenciales para cada 
componente se promedió entre 2014 y 2016. 
Estos valores fueron utilizados para calcular el 
ingreso potencial (ip) de cada gdi. El ingreso 
potencial es la suma de las predicciones de los 
componentes de ingreso estimados en el punto 
anterior (cuadro 8).

La capacidad fiscal se estima tanto de forma 
ampliada, donde a los ingresos potenciales 
estimados se suman las transferencias condi-
cionadas (fdi, Caminería, Alumbrado y pdgs), 
como de forma reducida, incluyendo tan solo 
los ingresos propios potenciales. En el segundo 
caso, dado que las transferencias condiciona-
das no son muy significativas, los resultados 
fueron similares, motivo por el cual no se 
presentan. Es importante resaltar que el igng 
se estima utilizando, de manera indicativa, las 
siguientes variables y pesos relativos: población 
40 %, nbi 40 % y superficie 20 %.

CUADRO 8. Regresiones para obtener ingresos propios potenciales

Variable R1. Contribuciones R2. Impuestos R3. Tasas R4. Otros ingresos

Log VAB pc 0,569* 0,803*** 0,643*** 0,616***

Constante –2,818* 3,917*** 2,919*** 3,100***

N 171 299 299 299

R2 0,24 0,74 0,35 0,28

Leyenda: *p < 0,05; **p < 0,01, ***p < 0,001

R1: regresión 1; R2: regresión 2; R3: regresión 3, y R4: regresión 4.

Contribuciones x mejora pckt = β0 + β1 * VABpckt + µkt

Impuestos pckt = β0 + β1 * VABpckt + µkt

Tasas pckt = β0 + β1 * VABpckt + µkt

Otros ingresos pckt = β0 + β1 * VABpckt + µkt

IPi = Contribuciones x mejora pci + Impuestos pci 
+ Tasas pci + Otros ingresos pci + Ingresos x concesionesi
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de referencia para el reparto de recursos igual 
al valor máximo de la capacidad fiscal por 
población ajustada multiplicada por un valor 
de referencia que puede definirse como 1,05. 
Naturalmente, sería posible utilizar otros va-
lores referenciales; cuanto más alto sea el valor 
de referencia, más se distribuye a los gd con 
capacidad fiscal por población ajustada más 
alta.21 Con esta metodología, cada departamen-
to recibe según la proporción de la diferencia 
entre el valor máximo de capacidad fiscal por 
población ajustada multiplicado por 1,05 y su 
capacidad fiscal por población ajustada estima-
da de cada departamento:

21	 Los resultados no cambiarían mucho la proporción que 
recibiría cada departamento, ya que este cambio afecta-
ría a todos los departamentos de la misma manera.

ɞ	 Cálculo de la distribución de los fondos 
del artículo 214 utilizando el índice de 
capacidad fiscal por población ajustada

Una vez obtenida la distribución de la capaci-
dad fiscal por población ajustada, se procede a 
simular la distribución de los fondos del artículo 
214. Existe una variedad de criterios que se pue-
den utilizar para hacer esta distribución. En par-
ticular, se presentan resultados de tres metodo-
logías para la distribución de fondos: el método 
de máxima cobertura, el método proporcional 
y el método maximín. Dada la similitud entre 
ambas simulaciones, los resultados de estas se 
presentan solo para la forma ampliada.

Método de máxima cobertura. Este mé-
todo busca entregar transferencias a todos los 
departamentos. Con ese fin se define un valor 

CUADRO 9. Capacidad fiscal estimada de los gd (forma ampliada)

Fuente: Estimación propia con base en opp-otu.

Departamento Ingreso potencial pc 
(2014-16)

Transferencias  
condicionadas pc (2017)

Capacidad fiscal  
- forma ampliada pc

Canelones  6.434  750  7.184 

Rivera  6.664  1.468  8.132 

Salto  7.046  1.574  8.619 

Artigas  7.448  1.330  8.778 

San José  8.297  956  9.253 

Paysandú  8.203  1.276  9.479 

Cerro Largo  7.492  2.074  9.565 

Treinta y Tres  8.462  1.879  10.341 

Rocha  8.501  1.968  10.469 

Tacuarembó  8.319  2.340  10.659 

Soriano  9.369  1.297  10.665 

Durazno  8.323  2.376  10.699 

Maldonado  9.879  886  10.765 

Florida  9.289  1.528  10.817 

Lavalleja  8.997  2.002  10.999 

Flores  9.665  1.669  11.334 

Montevideo  11.729  110  11.839 

Colonia  11.263  1.322  12.585 

Río Negro  12.138  1.533  13.671 

CV 0,182 0,380 0,150

Máximo/mínimo 1,887 21,569 1,903
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de la media no reciben fondos. Para aquellos 
gd que presentaron una capacidad fiscal por 
debajo de la media, esta diferencia (capacidad 
fiscal – promedio de capacidad fiscal) se dividió 
por la suma total de las diferencias de todos los 
departamentos que reciben fondos. Este ratio 
se multiplicó por el monto total de transferen-
cias por concepto del artículo 214 y se obtuvo 
así el monto que recibiría cada gd.

Método maximín. Los fondos se distribu-
yen comenzando desde abajo, con el depar-
tamento que tenga la capacidad fiscal por po-
blación ajustada más baja, y se continúa hacia 
arriba, tirando de los otros departamentos. Las 
transferencias se asignan primero al departa-
mento con la máxima desviación (a la baja) 
del ratio de la capacidad fiscal por población 
ajustada, hasta el punto en que alcanza a aquel 

donde vr es el valor de referencia, que se uti-
liza para determinar la diferencia (diff) entre 
la capacidad fiscal de cada departamento. La 
distribución de los recursos se basaría en la di-
ferencia presentada por cada departamento y 
la suma de estas diferencias.

Método proporcional. En este caso los 
fondos se distribuyen en forma proporcional a 
las diferencias en el ratio de la capacidad fiscal 
por población ajustada para los departamentos 
que tengan un ratio por debajo de la media. 
Los departamentos con un ratio por encima 

CUADRO 10. Población y capacidad fiscal (en uyu per cápita) ajustada por población

Departamento Población Población 
ajustada

Capacidad fiscal 
ampliada pc ($)

Capacidad fiscal ampliada/
población ajustada pc ($)

Flores  25.050    80.553    12.548    3.902   

Artigas  73.378    172.520    9.481    4.032   

Treinta y Tres  48.134    127.698    10.900    4.109   

Durazno  57.088    143.830    11.562    4.589   

Cerro Largo  84.698    165.264    10.129    5.191   

Rivera  103.493    162.251    8.402    5.359   

Lavalleja  58.815    121.311    11.548    5.599   

Tacuarembó  90.053    176.846    11.293    5.751   

Salto  124.878    190.726    9.043    5.921   

Rocha  68.088    125.666    11.003    5.961   

Río Negro  54.765    126.586    14.309    6.190   

Florida  67.048    123.477    11.737    6.373   

Paysandú  113.124    171.736    9.978    6.573   

Soriano  82.595    136.487    11.297    6.836   

San José  108.309    126.129    9.568    8.216   

Maldonado  164.300    145.598    10.974    12.383   

Colonia  123.203    126.508    12.989    12.650   

Canelones  520.187    285.343    7.285    13.281   

Montevideo  1.319.108    577.783    11.910    27.190   

cv  -    -   

Máximo/mínimo  -    -   

Fuente: Estimación propia con base en opp-otu.

VR = Max(CF pob ajustada) * 1,05

Diffi = VR - CFpob ajusti

Transf max coberturai = Diffi / ∑ Diffi    ,
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lista de gd beneficiados se extiende a 14. En el 
caso del método de máxima cobertura, todos 
los gd son beneficiarios, pero con grandes 
diferencias entre la distribución actual del ar-
tículo 214 y los montos simulados; en el caso 
extremo de Montevideo, los fondos simulados 
representarían tan solo el 2 % de la transferen-
cia actual.

gobierno con la segunda distancia más grande. 
En adelante se les entregan transferencias a 
estos dos gd hasta que alcanzan al tercero, y así 
sucesivamente hasta que se agota el fondo de 
transferencias.

Los resultados para la distribución de los 
fondos utilizando los tres métodos y con la 
definición de la capacidad fiscal ampliada se 
muestran en el cuadro 11. Siguiendo la ló-
gica de las tres metodologías potenciales de 
distribución de los fondos, los resultados para 
el método maximín son los más progresivos; 
benefician marcadamente a un grupo reduci-
do entre los gd más pobres y/o menos pobla-
dos: Treinta y Tres, Flores, Durazno, Artigas 
y Cerro Largo. Le sigue en progresividad el 
método proporcional, mediante el cual la 

CUADRO 11. Distribución de fondos (con definición de capacidad fiscal ampliada):  
máxima cobertura, proporcional y maximín

Departamento Art. 214 (2017) Máxima cobertura Proporcional Maximin

Artigas 7.475   12.761 11.163 19.209

Canelones 1.873 1.448

Cerro Largo 6.647   10.942 8.307

Colonia 3.833   7.165 1.419   

Durazno 8.677   16.439 14.794   28.916

Flores 10.714   38.281 43.544   140.169

Florida 6.509 13.885 11.248   

Lavalleja 7.256 15.937 14.127  20.007

Maldonado 4.655 5.300 185

Montevideo 1.142 35

Paysandú 5.356   8.050 4.514 

Río Negro 8.457 17.002 13.814  710

Rivera 4.937 8.948 6.719  

Rocha 7.380   13.705 11.471  5.907

Salto 5.069 7.292 4.086  

San José 3.235 8.459 5.323   

Soriano 6.351 11.166 7.870  

Tacuarembó 6.566 10.186 6.555   

Treinta y Tres 11.575 19.663 19.549 63.796

CV 0,43 0,69 0,91  1,22

Ratio máx./mín. 10,1 1.084,8 235,1   197,5   

Fuente: Estimación propia con base en opp-otu.
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asignaciones del artículo 214 del año más re-
ciente y simplemente aplicar la nueva fórmula 
a los incrementos en los fondos del artículo 
214. En este caso, las transferencias serían el 
resultado de una combinación del mecanismo 
de asignación actual (el statu quo) y el sistema 
de asignación nuevo (el escenario alternati-
vo aprobado) por un número de años. Otra 
posibilidad consiste en adoptar un período de 
transición de cinco años, en cuyo primer año 
los nuevos coeficientes de distribución se apli-
carían tan solo al 20 % de la bolsa a distribuir, 
en el segundo año al 40 % y así hasta aplicar 
el 100 % en el quinto año. Naturalmente, el 
período de transición se podría extender a un 
número mayor de años.

Además de un período de transición, es ne-
cesario planificar la administración del nuevo 
sistema de transferencias. Un tema importante 
es la necesidad de mayor especialización den-
tro de la administración para el mantenimiento 
y la mejora de las transferencias de iguala-
ción. Una de las tareas desde el comienzo es 
mejorar la generación de estadísticas fiscales, 
tanto en la estimación oportuna de las bases 
tributarias (capacidad fiscal) como del gasto 
por función (necesidades de gasto). También 
sería necesario actualizar de forma regular la 
fórmula de igualación, introduciendo cambios 
en el mecanismo para mantener el logro de sus 
objetivos, de manera consensuada con los gd 
para garantizar el apoyo político que requiere 
la sostenibilidad del sistema. Administrar y 
mejorar el sistema de transferencias de igua-
lación es una actividad que demanda tiempo 
y recursos humanos calificados, que requiere 
la atención exclusiva y la dedicación de una 
oficina especializada del gc. En Uruguay ya 
existe una unidad con capacidad para cumplir 
esta función en la Dirección de Descentraliza-
ción e Inversión Pública de la opp; no obstante, 
es menester desarrollar las bases de datos y 
los conocimientos para estimar y mantener 
actualizada tanto la capacidad fiscal como las 
necesidades de gasto a nivel departamental.

RECOMENDACIÓN FINAL SOBRE  
LA DISTRIBUCIÓN DEL ARTÍCULO 214

La metodología preferida para transformar 
la transferencia del artículo 214 en una verda-
dera transferencia de igualación es la brecha 
fiscal. Como se desarrolló en esta sección, ac-

PROCESO DE TRANSICIÓN PARA  
LA INTRODUCCIÓN DE UN SISTEMA 
REFORMADO DE TRANSFERENCIAS  
DE IGUALACIÓN

En la reforma a la transferencia del artículo 
214, una cuestión clave a considerar es la eco-
nomía política de dicha reforma. Además de 
restricciones importantes de carácter técnico 
(insuficiente información), es siempre políti-
camente difícil introducir un nuevo sistema 
de transferencias con el que para algunos gd 
se generan pérdidas inmediatas de carácter 
absoluto. Por ello es necesario establecer obje-
tivos concretos para el período de transición 
al nuevo sistema. Naturalmente, existen varias 
opciones. En un extremo, el nuevo sistema se 
puede introducir repentinamente cueste lo que 
cueste, o se puede introducir de forma esca-
lonada o gradual para amortiguar el impacto 
financiero en los territorios perdedores. En el 
otro extremo, se puede proteger a todos los 
territorios de manera que no haya perdedores 
con respecto a los fondos recibidos en el último 
año, lo que se conoce como una cláusula de 
mantener indemnes (hold harmeless).

En este sentido, una alternativa es planifi-
car un sistema de transición que permita una 
distribución temporal de los costos entre los te-
rritorios afectados y el gc. El crecimiento de la 
bolsa de igualación puede aminorar el impacto 
sobre los gd que resignan recursos. Sin embar-
go, no se puede ignorar que cualquier cambio 
de sistema tiene que generar a largo plazo, 
necesariamente, ganadores y perdedores entre 
los gd, si no en términos absolutos, sí al menos 
en términos relativos. Para que el período de 
transición no sea demasiado largo, el gc podría 
aportar financiamiento adicional, y en este 
caso el costo de transición se desplazaría desde 
el nivel subcentral hacia el nivel central de 
gobierno. Pero naturalmente sigue existiendo 
un costo, que en este caso se traducirá en un 
menor gasto en servicios públicos de ámbito 
nacional o en una mayor presión tributaria a 
nivel central.

Un enfoque gradual con un período de 
transición a lo largo de varios años (para suavi-
zar el impacto de la transición al nuevo régi-
men de transferencias) puede ser fiscalmente 
neutro y haría los cambios políticamente más 
aceptables. En la práctica, existen varias formas 
de implementar una transición gradual. Por 
ejemplo, una posibilidad sería congelar las 
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cambios marginales para la mayoría de los gd 
respecto a la asignación actual; 2) maximiza 
el número de gd cuya participación mejora 
respecto a la distribución actual (12), y 3) en 
relación con la distribución actual, es la simu-
lación que más reduce la dispersión y la des-
igualdad, al tiempo que es la que más mejora 
la progresividad respecto al iae per cápita y la 
pobreza departamental.

tualmente no es posible utilizar esta metodo-
logía, ya que no hay estimaciones actualizadas 
y completas de las bases tributarias departa-
mentales que permitan estimar la capacidad 
fiscal, ni una clasificación funcional del gasto 
que sirva de base para estimaciones más 
precisas de las necesidades de gasto de los gd 
(véase el anexo 1). De hecho, una recomenda-
ción para los próximos años es mejorar desde 
la Dirección de Descentralización e Inversión 
Pública de la opp la calidad de la información 
y las capacidades para estimar la brecha fiscal.

Hasta que eso ocurra, las metodologías al-
ternativas son menos precisas. La metodología 
de la capacidad fiscal por población ajustada 
se presentó de manera ilustrativa, pero no es 
actualmente recomendable, principalmente 
por no contar con estimaciones precisas de la 
capacidad fiscal. Por su parte, la metodología 
del índice ponderado tiene la virtud de la sim-
plicidad, y de estar basada en criterios de asig-
nación históricos en Uruguay, que por ende 
son conocidos por los gd. No obstante, persiste 
con esta metodología cierta arbitrariedad sobre 
las variables seleccionadas y las ponderaciones 
asignadas a cada una. Los índices ponderados 
son útiles para simular de manera simple a 
través de sus coeficientes la asignación entre 
los gd sobre la base de un cálculo detallado 
de la brecha fiscal: de esta forma se preserva 
el cálculo riguroso, y se presenta de manera 
simplificada e intuitiva a través del índice 
ponderado. Sin embargo, a falta de una estima-
ción precisa de la brecha fiscal, esta simulación 
no es posible, y tanto las variables selecciona-
das como (especialmente) los ponderadores 
asignados terminan siendo aproximaciones sin 
adecuado sustento.

Dicho esto, la recomendación en el corto 
plazo es asignar los fondos del artículo 214 
con base en un igng. Esto contribuirá a trans-
parentar los criterios de asignación depar-
tamental utilizando indicadores con arraigo 
histórico tanto en la asignación del artículo 
214 (ley 17.296, de Presupuesto 2001-2005) 
como del fdi (decreto 411/01). Aunque en una 
eventual propuesta de reforma deberían utili-
zarse los indicadores más actualizados posi-
ble, así como considerar también el criterio de 
asignación histórica de la ley 17.296, la simu-
lación de asignación de los fondos del artículo 
214 aquí presentada, basada en el igng con las 
cuatro variables con pesos relativos iguales, 
presenta una serie de ventajas: 1) implica 
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en esta sección se basan en el supuesto de que 
esos fondos seguirán excluyendo los tributos 
nacionales recaudados en el departamento de 
Montevideo, tal como está definido en la pro-
pia Constitución uruguaya (véase la sección de 
diagnóstico). En ese sentido, la bolsa total de 
fondos del fdi se considera como una cuestión 
separada de los criterios utilizados para su 
distribución entre el resto de los gd.23

Los otros dos problemas con el fdi identifi-
cados en la sección de diagnóstico se refieren, 
en primer lugar, a la falta de coherencia en la 
división de la asignación de los fondos, con 
dos tercios ejecutados por los ministerios del 
gc (asignación que por la imputación de más 
proyectos al fdi-gc termina resultando muy 
superior) y un tercio por los propios gd, y, en 
segundo lugar, a la falta de actualización en 
los criterios utilizados en la fórmula de dis-
tribución a los gd. El resto de esta sección se 
dedica a discutir métodos alternativos para la 
distribución de los fondos del fdi, comparando 
al mismo tiempo los efectos de considerar la 
aplicación de las fórmulas tan solo a un tercio 
del total de los fondos o, de manera alternati-
va, al 100 % de los fondos, incluidos aquellos 

23	 Además, una reforma del criterio definidor del total 
del fdi que incluyese a Montevideo no sería neutral 
con respecto a la restricción presupuestaria del gc. No 
obstante, como se indica a continuación, podría con-
siderarse ampliar la fracción que corresponde a los gd 
del fdi, más aún teniendo en cuenta que los recursos 
nacionales que se aplican al fdi son muy superiores a 
los indicados en la Ley de Presupuesto. 

MOTIVACIÓN Y REFORMAS 
ESTRUCTURALES

En la sección de diagnóstico se detectaron 
varios aspectos de mejora con el diseño y la 
implementación del fdi. El primer problema 
identificado es que los recursos del fdi se defi-
nen con base en el total de tributos nacionales 
recaudados fuera del departamento de Mon-
tevideo, y que esta exclusión de los recursos 
recaudados en el gd relativamente más rico no 
parece consecuente con el objetivo principal 
del fdi de fomentar la convergencia regional.22 
Más adelante en esta sección se simula en 
cuánto se habrían incrementado las transfe-
rencias por fdi, que actualmente son relativa-
mente pequeñas (6 % del total, véase el gráfico 
3 en la p. 20), si la regla para la constitución 
de los fondos no excluyese al departamento de 
Montevideo. Sin embargo, el análisis y las si-
mulaciones sobre las posibles reformas del fdi 

22	 Como también se había comentado, la exclusión de 
Montevideo estaría menos justificada dado que el gc, a 
través de la transferencia Partida Área Metropolitana, 
destina a Montevideo (y Canelones), de forma asimé-
trica, recursos que son esencialmente una transferencia 
de capital, como es el caso del fdi. A pesar de eso, la 
Partida Área Metropolitana podría identificarse como 
una cuestión separada del fdi y justificarse, por ejem-
plo, desde el punto de vista de fomentar infraestructura 
que es necesaria para proveer servicios a nivel nacional. 
Este podría ser el caso de la infraestructura relacionada 
con el aeropuerto internacional, el cual en principio 
serviría a todos los residentes del país y no solo a los de 
los gd donde se realizan esas obras. 

5. Opciones de reforma del fdi
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pequeños, con menor actividad económica y 
bases impositivas más reducidas.25

A pesar de su nombre, el fdi no represen-
ta en realidad un instrumento estrictamente 
dirigido a la convergencia económica de los 
gd. En esencia, el fdi es una transferencia 
condicionada de capital, como la que tienen 
muchos sistemas descentralizados. En el futu-
ro, sería deseable diferenciar entre transferen-
cias de capital y de convergencia económica, 
con una propuesta para el establecimiento de 
esta última. Mientras que las transferencias de 
convergencia económica pueden discriminar 
territorios rezagados y enfocarse directamen-
te en el desarrollo de la actividad privada, las 
transferencias de capital con fines igualatorios 
deben tratar a todos los territorios de igual 
manera para que puedan proveer estándares 
similares de servicio a niveles acordes con el 
esfuerzo fiscal. En este sentido, a mediano pla-
zo también sería deseable mejorar la evidencia 
disponible sobre las disparidades en necesida-
des de infraestructura de capital de los gd.

En realidad, no se trataría de una elección 
exclusiva entre un sistema de transferencias 
de capital y un sistema de transferencias de 
convergencia regional. Las dos cosas son, en 
principio, deseables. Pero en términos de prio-
ridades, es importante para Uruguay contar 
con transferencias de capital y que su reparto 
tenga en cuenta las necesidades insatisfechas 
de infraestructura y la capacidad de financia-
miento de esa infraestructura de los distintos 
gd. Esa parecería ser la dimensión (un sistema 
equitativo de transferencias de capital) más 
deseable de cómo se debería (re)interpretar y 
reformar el fdi.

En el recuadro 1 se recogen las experiencias 
de Chile, España y Perú con fondos de desa-
rrollo regional enfocados en la provisión de 
infraestructura pública de forma equitativa en 
las distintas áreas del país. Por otra parte, en 
el futuro podría ser deseable introducir un pro-
grama de convergencia económica y cohesión 
regional con objetivos de mejorar las oportuni-
dades de empleo y la competitividad de los gd. 
En el recuadro 1 también se recogen sinopsis 
de los distintos programas de la Unión Euro-
pea para facilitar la convergencia territorial, lo 
cual proporciona líneas generales de la posible 

25	 Una idea en este sentido es incluir como criterio de 
distribución los flujos futuros de ingresos potenciales 
propios descontados por los costos de endeudamiento.

actualmente gestionados por los ministerios 
del gc. Pero antes de entrar en materia de las 
fórmulas de distribución, cabe mencionar otras 
posibles áreas de reforma estructural del fdi, 
más allá de si se deberían incluir los ingresos 
recaudados en Montevideo.

Un problema estructural importante es que 
la distribución de fondos que reparten los mi-
nisterios del gc no es progresiva, en el sentido 
de que los gd relativamente menos avanzados 
reciben menos fondos per cápita. ¿Cuál es la 
razón? ¿Convendría aplicar las nuevas fórmu-
las de distribución al 100 % de los fondos del 
fdi? ¿Será que los fondos gestionados por los 
ministerios del gc están persiguiendo otros 
objetivos además de la convergencia regional? 
Si es así, sería importante desempaquetar esos 
objetivos y, si merecen apoyo, diseñar instru-
mentos o transferencias separados para cada 
uno de esos objetivos, siguiendo una regla 
universal en el diseño de un sistema de transfe-
rencias. También sería deseable recalibrar el rol 
de la opp y la Comisión Sectorial de Descen-
tralización como garantes de la eficiencia del 
gasto resultante del fdi. La evidencia disponi-
ble es que la calidad de este gasto puede diferir 
significativamente entre gd, ya que un buen 
número de ellos ejecutan las obras solamente 
en los últimos meses del año.24 Esto sugiere la 
importancia de acompañar cualquier reforma 
al fdi con un programa de asistencia técnica a 
los gd en gestión de la inversión pública: plani-
ficación, formulación de proyectos, seguimien-
to de la ejecución y evaluación ex post.

Puesto que las transferencias del fdi son 
esencialmente transferencias de capital, a 
mediano plazo sería deseable tomar en cuenta 
no solo la capacidad de financiamiento pro-
pia de los gd (a través de ingresos propios y 
transferencias) sino también su capacidad de 
financiamiento a través del crédito o endeu-
damiento (reflejando así su capacidad futura 
de recaudación de impuestos). La capacidad 
de acceso a crédito está correlacionada con 
su tamaño y su base económica. Por lo tanto, 
gd más ricos y poblados, con economías más 
dinámicas, tendrían mayores posibilidades de 
financiar inversión pública que aquellos más 

24	 Una cuestión que ya se examinó en la sección de diag-
nóstico es si todos los gd tienen la suficiente habilidad 
para concursar proyectos ante la Comisión Sectorial 
de Descentralización. Como se observó allí, la gran 
mayoría de los gd ejecutan el 100 % de los recursos 
que reciben por fdi.
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competitivas y sostenibles en Colombia, que 
apoya la implementación de planes de acción 
con asistencia técnica y recursos de crédito y 
preinversión, así como el desarrollo de alian-
zas con instituciones públicas y privadas para 
asegurar la ejecución de los proyectos fortale-
ciendo la calidad de su gestión. Otro ejemplo 
es el programa de mejora de las capacidades 
en gestión de la inversión pública de Perú, 
que mediante especialistas residentes en las 
regiones y la metodología aprender haciendo 
(apoyo a los funcionarios locales en la gestión 
de sus propios planes y proyectos) contribuyó a 
mejorar la orientación estratégica, la calidad de 
la formulación y los tiempos de ejecución de 
los proyectos.

estructura de un programa de convergencia 
económica y cohesión regional en Uruguay.

Por último, una asignatura pendiente es 
la débil capacidad institucional de muchos 
gd y el modo como esas debilidades afectan 
la calidad y la eficiencia del gasto del fdi. 
Cualquier reforma del fdi, en especial si se 
va a asignar a los gd el 100 % o una porción 
mayor que el tercio actual, debería ir acom-
pañada de un programa de fortalecimiento 
de las capacidades institucionales de los gd, 
orientado primordialmente a la mejora en la 
gestión de la inversión pública: planificación, 
formulación y ejecución de proyectos. Existen 
iniciativas exitosas en la práctica internacional 
que podrían ser replicadas a este fin en Uru-
guay. Un ejemplo es la plataforma de ciudades 

El Fondo Regional de Desarrollo Europeo 
fue creado en 1975 con el propósito de distri-
buir parte de los presupuestos de los Estados 
miembros hacia las regiones más pobres. 
En el período 2014-2020, la Unión Europea 
previó destinar a la política de cohesión 
aproximadamente un tercio del total de su 
presupuesto (€ 351 billones). En este período 
se introdujo un enfoque hacia resultados y 
cumplimiento de 11 objetivos temáticos vin-
culados con la creación de trabajo, competi-
tividad, crecimiento económico, desarrollo 
sostenible y mejora de calidad de vida.

La política de cohesión se implementa a 
través de tres fondos principales:a a) el Fondo 
Europeo de Desarrollo Regional, cuyo obje-
tivo es fortalecer la cohesión económica y 
social mediante la generación de empleo y 
la mejora en la competitividad; b) el Fondo 
Social Europeo, que se enfoca en mejoras en 
empleo, educación y exclusión social, y c) el 
Fondo de Cohesión, que se enfoca en cre-
cimiento verde y sostenible. Los fondos se 
canalizan hacia el financiamiento de pro-
yectos seleccionados por las autoridades de 
las regiones y países a cargo.b Los recursos 
son distribuidos para tres tipos de territorios 
elegibles: 1) regiones y países rezagados, con 

propósito de convergencia, 2) regiones no 
rezagadas, para promover competitividad y 
empleo, y 3) intervenciones de cooperación 
territorial. Las regiones rezagadas recibie-
ron la mayor parte en el período 2007-2013 
(81,6 %). Los criterios para determinar las 
regiones y los países rezagados se basan en 
dos indicadores: el ingreso nacional bruto 
(inb) per cápita y el pib per cápita.c

Los criterios para la distribución de 
recursos dentro de los países rezagados en el 
período 2007-2013 consideraron tres varia-
bles: superficie, población y el inb, mientras 
que para las regiones rezagadas se tuvieron 
en cuenta el pib per cápita, la población, la 
tasa de desempleo y el inb del país donde se 
encuentra la región.d

La evidencia muestra que la Unión Eu-
ropea ha experimentado convergencia entre 
países, pero es menos conclusiva o mixta 
cuando se pretende relacionar la convergen-
cia con la existencia y el uso de los fondos 
estructurales. Por ejemplo, Beugelsdijk y Eij-
ffinger (2005) muestran un efecto positivo de 
los fondos estructurales en la convergencia 
de los países de la ue15 en el período 1995-
2001. Por otro lado, Barry (2003), Ederveen 
et al. (2003) y otros autores concluyen que la 

RECUADRO 1. Experiencia internacional con fondos de desarrollo y convergencia regional

Unión Europea, fondos de convergencia  
y cohesión regional
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convergencia se debe a otros factores, como 
las condiciones del mercado laboral o la cali-
dad institucional (Shankar y Anwar, 2009).

España, Fondo Interterritorial  
de Compensación (fic)

El fic, como lo expresa la Constitución 
de España, tiene como propósito ser un 
instrumento de solidaridad interterritorial 
para compensar disparidades en el desarrollo 
regional. El objetivo es financiar inversiones 
en infraestructura productiva para cerrar las 
brechas entre las regiones. En términos de 
elegibilidad, las comunidades autonómicas 
(ca) con un ingreso per cápita menor del 
75 % del promedio de la ue califican para esta 
transferencia.

Desde 2001, aquellos territorios que se 
benefician de fic pueden usar un tercio del 
monto total (fondo complementario) para 
financiar gastos corrientes destinados a pagar 
el mantenimiento de las inversiones realiza-
das en los últimos dos años. El monto total 
de la transferencia se distribuye entre los ca 
de acuerdo a los siguientes criterios: pobla-
ción total (87,5 %), migración neta (solo si es 
negativa, 1,6 %), desempleo (1 %), tamaño del 
territorio (3 %) y número de asentamientos 
humanos (6,9 %).

La convergencia económica no parece ha-
berse producido y la distribución territorial 
de la inversión pública ha permanecido si-
milar, lo que exige abordar la reformulación 
del fic para mejorar su gestión e impacto 
distributivo.

Con respecto a la gestión, se recomienda 
aplicar procedimientos análogos a los utili-
zados en los fondos europeos en materia de 
planificación, ejes de actuación, adicionalidad, 
programación plurianual y seguimiento, y 
mejorar el proceso de selección de proyectos 
y métodos de evaluación. Para aumentar su 
impacto distributivo es necesario incremen-
tar la dotación de recursos (en 2017, el fondo 
representó tan solo el 32 % de su presupuesto 
en comparación con el otorgado en su primer 
año), mejorar los criterios de reparto y de 
selección de proyectos para relacionarlos más 
con el desarrollo regional y la rendición de 
cuentas (Cantarero et al., 2017).

Perú, Fondo de Promoción a la Inversión 
Pública Regional y Local (foniprel)

El Fondo de Promoción a la Inversión 
Pública Regional y Local (foniprel) se es-
tableció en la ley 29.125, en octubre de 2007. 
Tiene como propósito cofinanciar proyec-
tos de inversión públicae de los gobiernos 
regionales para la reducción de brechas en 
la provisión de servicios e infraestructura 
básica que tengan impacto en la disminución 
de la pobreza.

El foniprel se administra a través de un 
consejo directivo conformado por repre-
sentantes de la Presidencia del Consejo 
de Ministros, del ministro de Economía 
y Finanzas, del presidente regional, de la 
Asociación de Municipalidades Rurales 
y del Centro Nacional de Planeamiento 
Estratégico.

Los montos se asignan mediante concur-
so entre gobiernos regionales y locales con 
similares niveles de necesidades y recursos, 
los cuales son agrupados usando análisis de 
conglomerados, que consideran: porcentaje 
de población sin acceso a agua potable, des-
agüe y electrificación, porcentaje de desnu-
trición crónica y porcentaje de analfabetismo 
femenino. Se divide en dos grupos, A y B, 
con tres niveles de necesidades y de recur-
sos. La distribución de los recursos se define 
usando un algoritmo que determina el orden 
de mérito de cada proyecto: a) calidad del 
proyecto (rentabilidad social, sostenibilidad, 
etc.): máximo puntaje, 70 %; b) cofinancia-
miento asumido por la entidad concursante: 
máximo puntaje, 20 %, y otros criterios, 
como grado de articulación del proyecto 
entre gobiernos, ubicación en zona de fronte-
ra, integración con planes de desarrollo y 
sostenibilidad, con el restante 10 %.

Los recursos del foniprel en las convo-
catorias iniciales (2007-2010) fueron subu-
tilizados debido a varios factores internos 
y externos que han reducido su impacto 
potencial (Von Hesse, 2011). Los factores 
internos incluyen el incumplimiento de 
normas presupuestarias (delimitación de 
proyectos de impacto regional, provincial 
y distrital), ausencia de rendición de cuen-
tas sobre el avance de los proyectos, y bajo 
porcentaje de cofinanciamiento destinado a 
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estudios de preinversión. Entre los factores 
externos se cuentan las limitadas capacidades 
para la elaboración de propuestas, la escasa 
información primaria para formular proyec-
tos coherentes con la realidad territorial, y 
la deficiente estimación de los costos y de la 
demanda del proyecto. Esto ha provocado un 
alto porcentaje de propuestas desaprobadas 
por mala calidad técnica o incumplimiento 
de bases del concurso, y problemas de ejecu-
ción en proyectos aprobados.

Chile, Fondo Nacional de Desarrollo 
Regional (fndr)

El fndr fue creado en 1974 mediante la 
ley 19-175, locgar. Los fondos se transfieren 
desde el gc a las regiones para financiar inver-
siones públicas con el objetivo de alcanzar un 
desarrollo territorial armónico y equitativo, 
procurado el cuidado del medio ambiente.

La administración de estos fondos se 
realiza en los gobiernos regionales con la 
participación de la Subsecretaría de Desa-
rrollo Regional y Administrativo (subdere). 
Los consejos regionales (cr) tienen facul-
tades resolutivas y fiscalizadoras: pueden 
aprobar y modificar proyectos o rechazar lo 
que presente el ejecutivo regional. Además, 
se encargan de fiscalizar al órgano ejecutivo 

regional en el cumplimiento de los acuerdos 
respecto a los proyectos.

Los recursos del fndr provienen de 
fuentes fiscales propias y de préstamos de 
organismos multilaterales como el bid. El 
90 % del fondo se destina al financiamiento 
de programas y proyectos y el 10 % restante 
a situaciones de emergencia e incentivos a la 
eficiencia. El ejecutivo local puede presentar 
al fndr postulaciones de financiamiento 
a través del cr. Se financian proyectos de 
gobiernos locales siempre y cuando cumplan 
con la Ley de Presupuesto y se enmarquen 
en los lineamientos del Sistema Nacional de 
Inversiones (sni). En el caso de los fondos 
provenientes del bid, los recursos se condi-
cionan a los sectores aprobados, están sujetos 
a un análisis ex ante de costo-beneficio, 
requieren una recomendación favorable del 
organismo de planificación y deben ser prio-
rizados por el cr.

Una consecuencia no deseada del fndr es 
la disparidad en el acceso a recursos públicos 
por diferencias en competencias técnicas: las 
entidades territoriales más desarrolladas y 
capaces de cumplir con las directrices del sni 
son las que acceden a mayor financiamiento, 
pese a tener más recursos económicos, lo que 
crea inequidades espaciales (Pineda et al., 
2018; Ahmad y Zanola (2015).

a	 Estos fondos se complementan con otras fuentes, como los Fondos para el Desarrollo Rural, Agrícola, Marítimo y de 
Pesca, y de Ayuda Europea hacia los más Necesitados, creado en 2014.

b	 Si los proyectos superan los € 50 millones, están sujetos a la aprobación de la Comisión (período 2014-2020).
c	 Para los países se seleccionaron aquellos con un inb 90 % por debajo del promedio de la ue25. Para las regiones rezaga-

das se consideró 75 % por debajo del pib per cápita de la ue25, y para las regiones en transición, por debajo del 75 % del 
pib per cápita de la ue15.

d	 Los pesos considerados para las regiones rezagadas fueron aproximadamente 85 % para pib regional, 12 % gni del país 
y 3 % desempleo, después de la aplicación de fórmulas (Sapir, 2004).

e	 Se destina a las siguientes áreas: salud y educación básica, desnutrición infantil, infraestructura vial y agrícola, sanea-
miento, electrificación y telecomunicación rural, desarrollo de capacidades, apoyo al desarrollo productivo, preven-
ción y mitigación de desastres y seguridad ciudadana.
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do otros criterios) sin duda afectan de manera 
considerable la asignación de los fondos entre 
los gd. Ello es así si los nuevos métodos se 
aplican solo al 33 %, y naturalmente mucho 
más aún si se aplican al 100 % de los fondos 
(incluidos los que actualmente son asignados 
por los ministerios del gc). En esta sección 
se exploran, con las simulaciones corres-
pondientes, los cambios que se producirían 
en la asignación final del fdi, utilizando dos 
métodos principales: a) el índice global de ne-
cesidades de gasto, y b) las necesidades básicas 
insatisfechas.27

Índice global de necesidades de gasto. La 
lógica detrás de la aplicación de este método 
es, en primer lugar, su consistencia con la 
legislación vigente para la distribución a los gd 
(excluido Montevideo) del 33 % de los fondos, 
que en realidad no se ha actualizado. En segun-
do lugar, este índice compuesto es en general 
apropiado para una transferencia condicionada 
de capital con fines igualatorios, ya que utiliza 
criterios que aproximan las necesidades de 
gasto (población, superficie y al menos una 
nbi) y de capacidad fiscal (la inversa del iae). 
Las simulaciones se llevan a cabo utilizando los 
mismos dos grupos de pesos relativos de la sec-

27	 En el anexo 2 se explora un método adicional (el 
método sintético, que toma en cuenta diferencias 
económicas, sociales e institucionales entre los gd) 
solamente para efectos de información, ya que, como 
se ve allí, implicaría una distribución demasiado 
uniforme en todo el país.

POSIBLES REFORMAS  
EN LA DISTRIBUCIÓN DEL FDI

ɞ	 Reforma de la bolsa total de fondos del fdi

Antes de analizar las posibles reformas del 
sistema de distribución, se examina en cuánto 
se habrían incrementado los fondos del fdi 
en años recientes si no se excluyera al depar-
tamento de Montevideo. El gráfico 22 muestra 
la diferencia entre el cálculo del fdi y el que se 
habría originado si se hubiese incluido a Mon-
tevideo durante los últimos 15 años. Como se 
puede observar, la diferencia es significativa, ya 
que en Montevideo se genera gran parte de la 
recaudación nacional.26 Cuando se busca repli-
car el cálculo del fdi, el monto de este incluido 
Montevideo para 2017 es alrededor de nueve 
veces superior al fdi excluido Montevideo, y 
creciente en el tiempo.

ɞ	 Métodos de distribución del fdi

La actualización de los criterios de distri-
bución del fdi y su posible reforma (utilizan-

26	 El cálculo del fdi excluido Montevideo se extrajo 
de las leyes presupuestales quinquenales y se realizó 
una extrapolación usando los ipc anuales. La base de 
cálculo es el 11 % del presupuesto de 1999 ajustado por 
el ipc de cada año. El mismo ejercicio se llevó a cabo 
para la recaudación total, donde se tomó la realizada 
en 1999 y se extrapoló usando los ipc.

GRÁFICO 22. Cálculo del fdi con y sin Montevideo (en pesos) 2001-2017

Fuentes: Estimación propia con base en información de dgi-Uruguay y leyes de Presupuesto Nacional 2001-2004, 
2005-2009, 2010-2014 y 2015-2019.
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En este método, el indicador de nbi de cada 
gd se divide de tal forma que se pueden esti-
mar tres variaciones, usando diferentes formas 
de cálculo de las nbi:

•	 Combinado: se efectuó una suma pondera-
da con un peso similar (1/3) de los departa-
mentos que presentaron 1 nbi, 2 nbi y 3 nbi 
o más.

•	 Población que presentó al menos una 1 nbi 
por cada departamento con respecto a la 
suma total de todos los departamentos.

•	 Población que presentó tres o más nbi por 
cada departamento con respecto a la suma 
total de los departamentos.

Con esto se obtuvieron tres versiones con 
las que se calculó la proporción de recursos 
que deberían transferirse a cada departamento.

ción de reforma del artículo 214: 25 % para cada 
uno de los cuatro criterios, con ponderaciones 
distintas.

Necesidades básicas insatisfechas. La ló-
gica detrás de este método es que en muy bue-
na medida la falta de convergencia económica 
entre los gd queda plasmada en las dispari-
dades que existen entre estas jurisdicciones 
en la satisfacción de las necesidades básicas 
de su población. Los índices de nbi reflejan 
carencias en varios tipos de servicios públicos 
y bienestar de los hogares, incluidos sanea-
miento, agua corriente, etc. (véase el anexo 3). 
La asignación de una mayor proporción de 
los recursos disponibles en el fdi de acuerdo 
con las nbi facilitaría una convergencia más 
acelerada entre los gd. Dado que la medición 
de las nbi se basa en varios criterios, con la 
acumulación de una, dos y más nbi, las simu-
laciones que llevamos a cabo reflejan algunas 
variaciones que responden a la medición de 
las nbi.

CUADRO 12. Comparación de la distribución fdi actual versus igng varios métodos

Fuente: Elaboración propia con base en información opp-otu.

Departamento FDI 33% 2017 FDI 100% 2017 IGNG pesos iguales IGNG pesos distintos

Artigas 4,1% 3,0% 6,3% 5,9%

Canelones 20,7% 11,5% 10,2% 13,7%

Cerro Largo 8,3% 3,3% 6,2% 5,7%

Colonia 4,4% 7,9% 4,5% 4,9%

Durazno 5,8% 4,8% 5,3% 4,7%

Flores 1,2% 1,3% 3,2% 3,0%

Florida 3,0% 7,7% 4,8% 4,4%

Lavalleja 2,2% 3,0% 4,7% 4,3%

Maldonado 3,0% 10,3% 5,1% 5,9%

Paysandú 5,4% 5,7% 6,4% 6,1%

Rivera 7,1% 4,2% 5,9% 5,8%

Rocha 6,0% 3,7% 4,8% 4,4%

Río Negro 1,5% 5,5% 4,5% 4,1%

Salto 8,0% 7,7% 7,0% 6,8%

San José 2,7% 4,3% 4,7% 5,1%

Soriano 4,6% 6,3% 5,1% 4,9%

Tacuarembó 7,8% 5,2% 6,6% 5,9%

Treinta y Tres 4,0% 4,6% 4,8% 4,4%
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Como se vio en la sección de diagnóstico, la 
distribución del fdi 100 %, que incluye los 
recursos del gc, favorece en mayor medida a 
los departamentos con mayores niveles de iae 
per cápita.

Necesidades básicas insatisfechas. Las 
distribuciones obtenidas entre los diferentes 
métodos que usan nbi no son muy diferentes 
(véase el cuadro 13). Las correlaciones entre 
nbi combinado y al menos 1 nbi es 0,99, con lo 
cual resulta indiferente utilizar el nbi combi-
nado o el indicador de al menos 1 nbi. A su 
vez, las correlaciones de estas con la distribu-
ción usando 3 nbi o más es 0,9. Por diseño, 
este indicador no considera directamente el 
tamaño poblacional, lo que termina perjudi-
cando especialmente a Canelones. Como es de 
esperar, la distribución con 3 nbi o más tiende 
a beneficiar en mayor medida a gd con menor 
iae per cápita.

ɞ	 Resultados de las simulaciones

igng. El cuadro 12 muestra la distribución 
del fdi (100 % y 33 %) en comparación con la 
obtenida al aplicar el igng usando una ponde-
ración de 25 % para cada variable (población, 
superficie, nbi y la inversa del iae) y pesos 
diferentes (40 %, 10 %, 30 % y 20 % para las 
variables antes especificadas). La distribución 
obtenida en las dos variaciones de igng es 
similar; la mayor diferencia se encuentra en 
Canelones, debido al mayor peso que tiene en 
este departamento la variable poblacional.

Al comparar el igng con la distribución 
actual del fdi se observa una diferencia 
marcada en la correlación entre la distribuida 
a los gd (33 %) y la que incluye la inversión 
del gc (100 %). La correlación entre el igng 
pesos iguales y el fdi 33 % es 0,92, mientras 
que con el fdi 100 % es 0,52; para el igng 
pesos distintos, la correlación con el fdi 33 % 
es 0,93, mientras que con el fdi 100 % es 0,66. 

CUADRO 13. Comparación de la distribución fdi actual versus nbi varios métodos

Fuente: Elaboración propia con base en información opp-otu.

Departamento FDI 33% 2017 FDI 100% 2017 Al menos 1 NBI NBI ponderadas 3 o más NBI

Artigas 4,1% 3,0% 7,7% 7,8% 7,0%

Canelones 20,7% 11,5% 4,8% 4,8% 4,2%

Cerro Largo 8,3% 3,3% 6,4% 6,4% 6,6%

Colonia 4,4% 7,9% 4,3% 4,3% 3,6%

Durazno 5,8% 4,8% 6,0% 5,9% 6,3%

Flores 1,2% 1,3% 4,1% 4,0% 3,3%

Florida 3,0% 7,7% 4,6% 4,6% 4,4%

Lavalleja 2,2% 3,0% 4,8% 4,8% 4,2%

Maldonado 3,0% 10,3% 4,9% 4,9% 3,8%

Paysandú 5,4% 5,7% 5,9% 5,9% 6,5%

Río Negro 7,1% 4,2% 5,5% 5,5% 5,8%

Rivera 6,0% 3,7% 6,4% 6,4% 7,3%

Rocha 1,5% 5,5% 5,0% 5,0% 4,0%

Salto 8,0% 7,7% 7,0% 7,1% 8,4%

San José 2,7% 4,3% 5,1% 5,1% 4,5%

Soriano 4,6% 6,3% 5,5% 5,5% 5,8%

Tacuarembó 7,8% 5,2% 6,4% 6,4% 8,3%

Treinta y Tres 4,0% 4,6% 5,8% 5,8% 6,1%
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Idealmente, el 100 % de los fondos serían distri-
buidos de forma objetiva y automática a través 
de la fórmula. Como se ha visto en la sección 
de diagnóstico, ello contribuiría a aumentar 
la progresividad en las asignaciones a los gd. 
Este cambio también contribuiría a una mayor 
predictibilidad y autonomía descentralizada en 
los gastos de capital a nivel departamental. Sin 
embargo, podría haber razones de peso para 
que una parte de los fondos permanezca toda-
vía para ser distribuida por los ministerios del 
gc (por ejemplo, para procurar la consecución 
de objetivos de desarrollo nacionales). Si ese 
fuera el caso, sería importante considerar que 
existe espacio para que una mayor proporción 
de los fondos (por ejemplo, aplicar el 33 %, pero 
sobre el total de recursos que se aplican al fdi) 
se distribuya a través de la fórmula. Obvia-
mente esta reforma no tendría ningún impacto 
sobre el presupuesto del gc. Cabe resaltar que, 
tanto para la asignación actual como (especial-
mente) para un incremento en los fondos del 
fdi asignados a los gd, es esencial fortalecer 
las capacidades departamentales en gestión de 
la inversión pública: planificación multianual, 
formulación de proyectos, seguimiento de la 
ejecución y evaluación ex post.

La tercera recomendación se refiere a la 
fórmula de distribución de los fondos. A corto 
plazo, y de manera similar a la recomendación 
para el artículo 214, dado que el fdi se trata 
como una transferencia de igualación de capi-
tal, la reforma obvia inmediata consistiría en 
actualizar dicha distribución. Como se mostró 
en la sección de diagnóstico, la distribución 
actual del fdi departamental (33 %), basada en 
los criterios de asignación del decreto 411/01, 
constituye en sí misma un igng que presenta 
buenos resultados en términos de progre-
sividad, tanto con respecto al iae como a la 
pobreza departamental, aunque con valores de 
los indicadores de hace casi 20 años. Por ello, 
una alternativa es utilizar la actual fórmula de 
asignación, con los valores de los indicadores 
más actualizados disponibles. Otra alternativa 
aquí presentada es utilizar el igng con los mis-
mos pesos relativos, similar a la propuesta para 
la asignación departamental de la transferencia 
del artículo 214. A mediano plazo es importan-
te elaborar información sobre deficiencias de 
infraestructura en los gd, para luego utilizar 
este índice ponderado por población como 
el criterio más importante, si no único, en la 
fórmula de distribución del fdi.

RECOMENDACIÓN FINAL SOBRE EL FDI

A pesar de su nombre, el fdi es esencial-
mente un sistema de transferencias de capital, 
más que un fondo de desarrollo regional, tal 
como se entiende en la práctica internacio-
nal. Sin perjuicio del desarrollo futuro de un 
fondo de desarrollo regional con objetivos e 
instrumentos más diversos, es importante que 
el sistema de transferencias en Uruguay tenga 
un componente dedicado a las transferencias 
de capital. Desde esa perspectiva, las recomen-
daciones de esta sección se circunscriben a 
mejorar el desempeño del fdi como transfe-
rencia de capital.

Como se hizo notar, el fdi como transferen-
cia de capital tiene en la actualidad dos áreas 
de mejora principales. La primera, referida a 
la constitución de los fondos a distribuir, tiene 
a su vez dos dimensiones: a) la exclusión de 
Montevideo en la configuración de los fondos, 
y b) la partición de esos fondos entre los que 
se distribuyen de acuerdo a la fórmula y los 
que son gestionados por los ministerios del gc. 
La segunda área de mejora es la desactualiza-
ción de la fórmula utilizada para distribuir los 
fondos del fdi aplicada al 33 % de esa bolsa de 
fondos.

La primera recomendación para la reforma 
del fdi es tratar de incluir a Montevideo en la 
bolsa que constituye el origen de los fondos. 
Como se expuso más arriba, no parece lógico 
perseguir el objetivo de desarrollar los terri-
torios del interior del país y al mismo tiempo 
excluir del origen de esos fondos (a distribuir) 
a la región más rica del país en la generación 
de fondos. Esta reforma también ayudaría a 
normalizar el estatus extraordinario y asimé-
trico de la Partida Área Metropolitana, actual-
mente asignada a Montevideo y Canelones. Sin 
embargo, evidentemente esta reforma podría 
ser dificultosa, ya que la propia Constitución se 
refiere al fdi y su estructura. Sea como fuese, 
esta reforma no tendría que implicar un incre-
mento en los fondos gastados entre el fdi y la 
Partida Área Metropolitana. Con la adecuación 
de los porcentajes, el efecto sobre el presupues-
to del gc podría hacerse de manera neutral, 
aunque claramente incluyendo a Montevideo 
como receptor de fondos.

La segunda recomendación es ampliar el 
porcentaje de los fondos en el fdi que son 
repartidos de forma automática a través de 
la aplicación de la fórmula de distribución. 
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características distributivas pueden ser mejo-
radas a través del uso de los criterios históricos 
de la ley de presupuesto 17.296, de 2001-2005.

La implementación de un sistema de 
transferencias de igualación en función de la 
metodología de la brecha fiscal, que constitu-
ye la buena práctica internacional, hoy no es 
posible. Existen limitaciones de información y 
de capacidades para el cálculo de los ingresos 
potenciales (bases tributarias) y necesidades 
de gasto (clasificación funcional del gasto) 
que impiden esta estimación. Al respecto, es 
necesario fortalecer las capacidades del per-
sonal de la Dirección de Inversión Pública y 
Descentralización de la opp para procurar esta 
información, mantenerla actualizada y realizar 
estimaciones de la brecha fiscal que se utilicen 
para el cálculo de las transferencias de iguala-
ción, cuya calidad y precisión vayan mejorando 
con el tiempo.

El sistema de transferencias condicionadas 
tiene espacio para ser más desarrollado. Esto se 
debe en parte a las funciones limitadas de los 
departamentos, que son de carácter eminen-
temente municipal. Este último punto suscita 
el interrogante de si ampliar en el futuro las 
bases de la descentralización en Uruguay, con 
responsabilidades de gasto más sustanciales 
para los gd, en áreas tales como educación y 
salud pública. No obstante, a corto plazo es 
importante mapear cada transferencia con las 
funciones/responsabilidades de gasto de los 
gd, aclarando sus objetivos e identificando 
duplicidades y omisiones.

CONCLUSIONES

El sistema de transferencias del gc a los 
gd en Uruguay se ha mantenido estable a lo 
largo de dos décadas (cuatro ciclos políticos), 
contribuyendo a dar certeza sobre el volumen 
de transferencias y preservando la correspon-
dencia fiscal. No obstante, hay una serie de 
áreas de mejora, desarrolladas en este informe, 
que es necesario abordar para modernizar el 
sistema de transferencias y acercarlo a buenas 
prácticas internacionales.

Las transferencias en su conjunto no son su-
ficientemente claras en sus objetivos. Tanto la 
transferencia del artículo 214 como la del artí-
culo 298, que son las más relevantes, persiguen 
más de un objetivo (devolución, redistribución 
y transferencias condicionadas, en el caso del 
214, y transferencia de capital condicionada y 
de convergencia, en el caso del artículo 298/
fdi), lo que dificulta establecer con claridad 
su contribución a cada objetivo. En el caso 
del artículo 214, el surgimiento de sucesivas 
deducciones como transferencias condiciona-
das incrementó la complejidad y restó aún más 
claridad a los objetivos.

Con respecto a la distribución del artículo 
214 entre los gd, la falta de claridad en los co-
eficientes fijos para cada departamento opaca 
al sistema. La no inclusión de Montevideo en 
la distribución departamental (y su deduc-
ción por separado) no parece justificada, y la 
distribución vía coeficientes fijos no se basa en 
criterios objetivos, está desactualizada y sus 

6. Conclusiones y recomendaciones



6. Conclusiones y recomendaciones | 61

con una fracción del fdi-gc). Todo esto puede 
hacerse sin incrementar el porcentaje de recur-
sos actualmente asignado a los gd, es decir, de 
manera fiscalmente neutra.

Con respecto a la distribución del artículo 
214 entre los gd, es clave desarrollar la infor-
mación y las capacidades necesarias en la opp 
para estimar la brecha fiscal, en función de 
una aproximación cada vez más precisa de la 
capacidad fiscal y las necesidades de gasto de 
los gd, con vistas al establecimiento de una 
transferencia de igualación siguiendo buenas 
prácticas internacionales.

En el corto plazo, es importante dotar de 
transparencia a la asignación departamen-
tal del artículo 214, distribuyendo entre los 
departamentos (incluido Montevideo) en 
función de un igng. Los indicadores de la Ley 
de Presupuesto de 2001-2005, sobre los cuales 
se basa el igng con ponderaciones iguales y 
distintas presentado en este documento, son 
conceptualmente razonables y tienen arraigo 
histórico; además, mejoran la distribución ac-
tual en términos redistributivos. Obviamente, 
deberían utilizarse los valores más actualizados 
posible de dichos indicadores.

En el caso del fdi, debería considerarse 
incrementar el monto asignado a los gd y 
actualizar la fórmula de distribución vigente. 
Dicho incremento podría hacerse a través de 
la incorporación de Montevideo en el aporte 
y la recepción de los fondos (eliminando así la 
Partida Área Metropolitana, que complejiza el 
sistema) y/o incrementando la participación de 
los gd en el monto total de recursos aplicados 
al fdi. Una condición necesaria para este incre-
mento es mejorar las capacidades de los gd 
en gestión integral de proyectos. Por su parte, 
deberían actualizarse los valores de los indi-
cadores de la fórmula de distribución vigente 
entre los gd, explicitando el porcentaje de cada 
indicador y considerando alternativas como el 
igng presentado en este documento.

El fdi en la práctica funciona como una 
transferencia condicionada de capital más que 
como un fondo de desarrollo regional o de 
convergencia. En este sentido cumple un rol 
clave, aunque debe evaluarse la posibilidad de 
expandir sus objetivos o crear otro instrumen-
to enfocado en la convergencia regional, que 
no necesariamente abarque todos los departa-
mentos del país.

Como transferencia condicionada de capi-
tal, el fdi tiene limitaciones. El monto que se 
asigna a los departamentos es pequeño, tanto 
por su tamaño como por la fracción asignada a 
los gd. Así, si bien es un mandato constitucio-
nal, no se justifica la exclusión de Montevideo 
en lo referido al aporte de recursos al fondo, 
que lo incrementaría; ni en la recepción de 
recursos, que termina incentivando la creación 
de instrumentos por separado que complejizan 
el sistema, como la Partida Área Metropolita-
na. Con respecto a la fracción asignada a los 
gd, tampoco se justifica que se apliquen al fdi-
gc recursos muy superiores a los legalmente 
establecidos, así como que no se busque una 
asignación más distributiva de dichos recursos, 
que están concentrados en los gd más desarro-
llados. No obstante, no es deseable incrementar 
la fracción de recursos asignados a los gd sin 
mejorar sus capacidades en gestión integral de 
proyectos. Por su parte, la fórmula vigente de 
asignación de recursos a los gd tiene buenas 
propiedades distributivas, aunque sus valores 
están desactualizados y podrían considerarse 
alternativas como los igng presentados en este 
documento.

RECOMENDACIONES

En una visión de conjunto, es deseable una 
reforma integral del sistema de transferencias, 
que simplifique cada instrumento en función 
de objetivos claros, arraigados en la buena 
práctica internacional. Con respecto al artículo 
214, podría considerarse separar fondos que 
persigan el objetivo de devolver aquellos que 
se utilicen para redistribución. También es 
deseable ordenar mejor las transferencias con-
dicionadas, aclarando sus objetivos en función 
de las responsabilidades de los gd, al tiempo 
de definir el fdi claramente con transferencia 
condicionada de capital, y considerar la intro-
ducción de un nuevo instrumento para fines de 
convergencia regional (que podría financiarse 
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lación. Por lo tanto, la dificultad reside en 
medir la capacidad fiscal (no los ingresos 
recaudados) y las necesidades de gasto (no los 
gastos efectuados).

ɞ	 Medición de las necesidades de gasto

En la práctica internacional existe una 
variedad de métodos, cada uno con ventajas 
y desventajas en la simplicidad del cómputo 
y la exactitud deseada en la medición de las 
necesidades de gasto, la cual siempre depende 
también de la disponibilidad de datos. Entre 
las opciones encontramos las siguientes:

1.	 Normas de gastos per cápita o por cliente 
(top-down). Para comenzar se usan los va-
lores históricos de gasto a fin de establecer 
valores iniciales de esas normas de gasto 
por cliente. Una ventaja importante de este 
método es que los valores estándares por 
cliente pueden ser (de hecho, deberían ser) 
modificados para introducir prioridades y 
adaptarse a niveles posiblemente más altos 
de financiamiento a medida que el siste-
ma madure en su implementación. Este 
método permite más fácilmente mantener-
se dentro de la restricción presupuestaria 
vigente.

2.	 Gastos históricos por función de gasto. 
Este es un de los métodos más simples, 
puesto que solo se debe disponer de datos 
históricos por tipo de gasto funcional. Evi-
dentemente, este método se subsume como 

Anexos

ANEXO 1. METODOLOGÍA  
DE CÁLCULO DE LA BRECHA FISCAL28

El objetivo fundamental de este anexo es 
describir la metodología de la brecha fiscal, en 
donde la transferencia de igualación a los gd 
estaría basada en la diferencia entre las nece-
sidades de gasto y la capacidad fiscal de cada 
gd. Esta sería la metodología más deseable 
para reformar la transferencia por el artículo 
214. Sin embargo, los datos disponibles hoy en 
día en Uruguay a nivel de gd no permiten la 
implementación de esta metodología debido a 
la falta de información sobre la composición 
del gasto funcional a nivel departamental y las 
bases tributarias de los gd.

La metodología de la brecha fiscal es intui-
tiva. Por una variedad de razones los gd tie-
nen distintas capacidades de financiamiento 
y también difieren en sus necesidades. La me-
dición de la capacidad fiscal y de las necesida-
des de gasto trata de capturar las magnitudes 
presupuestarias, de gastos o ingresos, a las que 
se enfrentan los gd para estar en igualdad de 
condiciones para la provisión de sus servicios 
básicos. Pero es importante notar que no se 
trata de medir los gastos reales u observados 
ni las recaudaciones reales u observadas. El 
uso de esas variables evidentemente generaría 
para las jurisdicciones receptoras incentivos 
perversos a gastar más y recaudar menos, 
a fin de recibir más transferencias de igua-

28	 Esta sección está basada en Martinez-Vazquez (2017). 
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es común para todos los gd y, en ausencia de 
variaciones en los costos de provisión, puede 
interpretarse como la necesidad de gasto por 
cliente para este servicio específico.29 Cuan-
do hay diferencias en los costos de provisión 
para las distintas jurisdicciones, es posible 
incorporar ajustes a la norma, sin que exista 
limitación alguna a ese respecto. Los pasos se 
resumen en el recuadro A1.1.

29	 Esta norma de gasto por cliente podría tener un carác-
ter compulsorio, lo cual forzaría a los gd a efectuar sus 
gastos según la norma establecida, pero en la práctica 
internacional —siguiendo el principio de que las trans-
ferencias de igualación deben ser incondicionales—, 
el carácter de la norma es solo orientativo, por lo que 
permite que los gd decidan gastar un monto diferente 
de recursos por cliente si así lo desean.

un caso particular del primero, de normas 
de gasto por cliente.

3.	 Índices ponderados de necesidad rela-
tiva. Usa datos disponibles sobre facto-
res que aproximen las diferencias en las 
necesidades de gasto (como población, 
superficie, índice de pobreza, etc.). Los 
índices ponderados (como medidas rela-
tivas) tienen dos aplicaciones para resol-
ver el problema de la distribución de las 
transferencias de igualación. La primera 
es su aplicación directa al fondo de igua-
lación disponible. La segunda aplicación 
es multiplicar el índice ponderado por la 
población total, para así obtener la pobla-
ción ajustada (por necesidades de gasto) 
para cada departamento. Esta población 
ajustada puede utilizarse para obtener una 
razón de capacidad fiscal por población 
ajustada para cada provincia, y a partir de 
esa distribución entre provincias imple-
mentar un programa de distribución de 
las transferencias de igualación (tal como 
se hace, por ejemplo, en Alemania, España 
o Polonia). Estas dos metodologías son 
las utilizadas en el texto del informe en su 
aplicación a Uruguay.

4.	 Costeo detallado de cestas de servicios. 
En esta metodología se definen en deta-
lle los estándares de servicio para cada 
función y se acompaña con un costeo 
detallado de los insumos necesarios para 
la provisión de cada cesta de servicios. 
Esta metodología se conoce como de abajo 
arriba (bottom up) y requiere una gran 
cantidad de información sobre estándares 
de servicio y precios de los insumos. Se 
utiliza en países como Holanda y Japón, 
pero siempre está expuesta a exceder la 
restricción presupuestaria vigente.

Dado su mayor uso en la experiencia 
internacional comparada y sus características 
más atractivas, en lo que sigue se describirá 
con más detalle cómo se podría implementar 
la primera de estas metodologías: normas de 
gastos per cápita o por cliente (top-down). En 
este método, primero se determina el total de 
recursos a destinar en un programa o activi-
dad particular de los gd y después se estable-
ce un promedio o norma común dividiendo 
el monto por el total de clientes que se bene-
fician de los servicios. Esta norma de gasto 
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ɞ	 Medición de la capacidad fiscal

La medición de la capacidad fiscal tam-
bién requiere un estándar de medida, en este 
caso constituido por un esfuerzo fiscal común 
a todos los gd. Este estándar puede ser un 
esfuerzo tributario medio o un estándar de 
esfuerzo máximo. La necesidad de un estándar 
queda justificada en el hecho de que, al gozar 
los gd de cierto grado de autonomía tributaria, 
el uso de ingresos corrientes en el cálculo del 
indicador de capacidad fiscal incentivaría a los 
gobiernos subcentrales a reducir su esfuerzo 
de recaudación de impuestos para hacerse 
merecedores de mayores montos de transferen-
cia. Como resultado, cada gd haría esfuerzos 
insuficientes en la recaudación de impuestos, y 
la carga tributaria pasaría a concentrarse en los 
impuestos del gc, afectando la autonomía fi-
nanciera de los gd y reduciendo los beneficios 
obtenidos de la descentralización fiscal.

En la práctica, la estimación de la capacidad 
fiscal puede ser más sencilla y directa que la es-
timación de las necesidades de gasto. Mientras 
que el concepto de necesidad de gasto impone 

Existen varias ventajas en el uso de esta 
metodología de normas de gastos per cápita 
o por cliente (top-down). Gracias a su estruc-
tura, asegura la factibilidad del criterio de 
asignación de recursos, ya que, considerando 
que el monto total de recursos a destinar en 
cierto programa se define a partir de consi-
deraciones políticas y restricciones de orden 
presupuestario, la obtención de normas a 
partir de tal monto es transparente y realis-
ta, a la vez que lo suficientemente objetiva 
como para excluir la posibilidad de presiones 
políticas después de que los montos totales 
por programa se hayan definido. Las desven-
tajas se concentran en la determinación del 
monto total de recursos que se destinará a los 
distintos programas. Si no se tiene cuidado en 
representar las verdaderas necesidades de ser-
vicios de la población, es decir, si el conjunto 
de programas y sus importancias relativas en 
términos presupuestarios no es consistente 
con las verdaderas necesidades de gasto de la 
población, entonces el objetivo de igualación 
de las necesidades de gasto difícilmente podrá 
alcanzarse.

Paso 1. Determinación del nivel agre-
gado de necesidades (NAN) para el nivel 
de gobierno al que se le transferirán los 
recursos.

Paso 2. Determinación de las necesida-
des de recursos para cada función j (NFj) a 
financiar. Si definiéramos k funciones, ten-
dríamos que NF1 + NF2 + ... + NFk = NAN.

Paso 3. Estimación del número de clientes 
de cada función j en cada jurisdicción i (Cji).

Paso 4. Cálculo del número de clientes  
de cada función j a nivel nacional (Cj).  
Si hubiera n jurisdicciones en el país, ten-
dríamos que Cj = Cj1 + Cj2 + ... + Cjn.

Paso 5. Cálculo de las normas o estánda-
res de gasto nacionales para cada función j 
(Ej).

Paso 6. Cálculo de las necesidades de 
gasto por función j de cada jurisdicción i  
(NGji).

NGji = Cji * Ej

Paso 7. Cálculo de las necesidades de gas-
to totales de cada jurisdicción i (NGi). Con k 
funciones tendríamos:

NGi = NG1i + NG2i + ... + NGki =

RECUADRO A1.1. Secuencia para la aplicación de la metodología  
de normas de gasto por clientes (top-down)

Ej = NFj 
Cj 

= C1i + C2i + ... + Cki

NF1 
C1 

NF2 
C2 

NFk 
Ck 
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resultan beneficiados en la transferencia de 
igualación, ya que la fórmula solo reconoce 
el ingreso potencial como la capacidad fiscal. 
Como se ha indicado, es posible que la infor-
mación requerida para una adecuada estima-
ción de la base tributaria no esté disponible a 
nivel desagregado, en cuyo caso sería necesario 
usar una versión simplificada del método, 
consistente en seleccionar una variable que 
sirva como proxy de la base imponible. Con 
todo, es muchas veces posible alcanzar un alto 
grado de precisión y, por lo tanto, obtener una 
buena estimación de la capacidad fiscal de cada 
jurisdicción. Los pasos fundamentales para la 
aplicación de esta metodología están ilustrados 
en el recuadro A1.2.30

La capacidad fiscal puede incluir otras 
fuentes de ingresos (más allá de los ingresos 
propios potenciales). Estos ingresos incluyen 
las participaciones de ingresos (adicionales a la 
transferencia de igualación) y otras transferen-
cias incondicionadas. Con respecto a las otras 
transferencias (las condicionadas) que deban o 
no incluirse en la medida de la capacidad fiscal, 
la decisión debe basarse estrictamente en el 
principio de inclusión simétrica por el lado del 
gasto y por el lado de los ingresos, o alternati-
vamente en el principio de exclusión simétrica. 

30	 Véase Boex y Martinez-Vazquez (2007).

un juicio de tipo normativo, el concepto de 
capacidad fiscal se puede definir dentro de 
parámetros objetivos. Sin embargo, la estima-
ción de la capacidad fiscal puede requerir una 
mayor disposición de datos, sobre todo sobre 
las bases impositivas, información que en 
muchas ocasiones no está disponible. En caso 
de que los datos sobre las bases impositivas no 
estén disponibles, existen distintas metodo-
logías usadas en la práctica internacional que 
pueden emplearse para aproximar las bases 
impositivas. En general estas metodologías 
utilizan proxys de las bases impositivas, tales 
como el producto regional bruto, juntamente 
con métodos de regresión lineal.

El sistema de ingresos representativos es 
una medida multidimensional de capacidad 
fiscal que representa la cantidad de ingresos 
(potenciales) que se obtendrían en un gd si 
se ejerciera allí el nivel de esfuerzo recauda-
torio promedio a nivel nacional (teniendo en 
cuenta el desempeño de todos los gd). A este 
efecto, se calcula la base tributaria de cada gd 
(o una aproximación a esas bases tributarias) y 
se les aplica un conjunto de tasas de impuesto 
común, que represente el mismo esfuerzo fiscal 
para todas las localidades. Aquellos gd que 
tengan una capacidad fiscal estimada inferior a 
cierto umbral o estándar (provisto, por ejem-
plo, por el esfuerzo medio a nivel nacional) 

Determinación de todas y cada una de 
las fuentes de ingreso. El sistema de ingre-
sos representativo incluye todos los tributos 
o bases imponibles de que disponen las 
jurisdicciones.

Definición y estimación de las bases im-
positivas. La definición y estimación de las 
bases impositivas son los dos pasos más im-
portantes en el sistema de ingresos represen-
tativo. La variación en las bases impositivas 
entre los gd no solo indica distinta capaci-
dad; también da base para la estimación de la 
tasa de impuesto representativa.

Cálculo de la tasa o tipo tributario 
representativo. Se calcula como un valor 
medio nacional, dividiendo la recaudación 
total a nivel nacional (la suma de todos los 

gd) por el total de la base impositiva estima-
da también a nivel nacional (la suma de los 
gd) o haciendo la regresión de la recauda-
ción con respecto a las bases impositivas o 
sus aproximaciones, como puede ser el pib 
regional per cápita.

Estimación de la capacidad. Para cada 
gd se estima multiplicando la tasa o tipo tri-
butario representativo (a nivel nacional) por 
la base real estimada de ese gd, o utilizando 
los estimados de las regresiones para calcular 
el potencial recaudatorio.

Nota adicional: El coeficiente de esfuerzo 
tributario para cada gd se puede calcular 
dividiendo la recaudación real por la estima-
ción de la capacidad.

RECUADRO A1.2. Metodología para determinar la capacidad fiscal  
utilizando el sistema de ingresos representativo
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información necesaria para distribuir el fondo 
de igualación disponible. Sin embargo, existen 
múltiples criterios que pueden ser adoptados 
para la distribución de los fondos que pueden 
ser utilizados hasta agotar el fondo de trans-
ferencias entre los gobiernos beneficiados. 
Un punto de partida razonable y de amplia 
aceptabilidad es establecer que los recursos 
beneficiarán solo a los gobiernos cuya dis-
paridad fiscal sea positiva; esto es, para los 
gd con necesidades de gasto en exceso de su 
capacidad fiscal. Este criterio permite mejorar 
la capacidad ecualizadora porque focaliza los 
recursos disponibles en aquellos gobiernos con 
menor capacidad de financiamiento o mayores 
necesidades de gasto. Antes de entrar en el de-
talle de los métodos de distribución, debemos 
recordar que en Uruguay el artículo 214 tiene 
elementos de transferencias de igualación y de 
participación de ingresos (revenue sharing). Es 
por esto último que en principio todos los gd 
(en distinta medida) podrían tener una brecha 
fiscal positiva.

La estimación de la brecha fiscal en térmi-
nos per cápita (BFpck) para cada gd seguiría 
los pasos siguientes:

•	 Si la capacidad fiscal del gd en términos per 
cápita (CFpck) es mayor que sus necesidades 
de gasto en términos per cápita (NGpck), su 
brecha fiscal se estima que es cero y el gd 
no es elegible en la estimación del índice, y 
por tanto tampoco elegible para recibir la 
transferencia de igualación.

•	 Si la capacidad fiscal del gd en términos per 
cápita (CFpck) es menor que sus necesidades 
de gasto en términos per cápita (NGpck), el 
gd es elegible en la estimación del índice 
y por tanto también elegible para recibir la 
transferencia de igualación. En este caso, la 
brecha fiscal del gd es igual a la diferencia de 
sus necesidades de gasto y su capacidad fiscal 
en términos per cápita.

El valor total de la brecha fiscal para el gd 
(BFk) se estima como:

BFk = BFpck x Poblaciónk

El índice de brecha fiscal del gd (IBFk) es igual 
a la razón de la brecha fiscal del gd y la suma de 
la brecha fiscal de todos los gd elegibles.

En el caso de la inclusión, si se incluyen en el 
cálculo de las necesidades de gasto aquellas 
funciones y actividades que son financiadas 
(al menos de forma parcial) por transferencias 
u otras fuentes, entonces esas transferencias u 
otras fuentes de ingresos deben ser incluidas 
en el cálculo de la capacidad fiscal.

Es importante notar que en este caso en 
que se incluyen casi todas las transferencias 
(incluyendo los ingresos coparticipados, trans-
ferencias incondicionadas, así como ciertas 
transferencias condicionadas), no es necesario 
realizar cálculos de ingresos potenciales (como 
se hace para los ingresos propios). Ello es así 
porque los gd no tienen control directo del 
monto recibido por estas transferencias y, por 
lo tanto, el monto a incluir en la capacidad 
fiscal es el monto real recibido por esas trans-
ferencias. En el caso de exclusión, ambos lados, 
los gastos (en las necesidades de gasto) y las 
transferencias que los financian (por el lado de 
la capacidad fiscal), son ignorados por comple-
to a efectos de la transferencia de igualación.

Criterios de distribución  
de las transferencias de igualación

Una vez calculadas las necesidades de gasto 
y la capacidad fiscal, el cómputo de la brecha 
fiscal es sencillamente la diferencia entre las dos 
medidas para cada gobierno subnacional i:

Brecha (o disparidad) fiscal i =  
Necesidades de gasto i – Capacidad fiscal i  ,

donde una brecha fiscal positiva significa que 
existe un exceso de necesidades de gasto res-
pecto de la capacidad de financiamiento, por 
lo que se requieren recursos adicionales para 
cubrirlas y justifica recibir una transferencia de 
igualación. Por el contrario, una brecha fiscal 
negativa implica que existe capacidad de sobra 
para cubrir las necesidades de gasto, por lo 
que no se requieren recursos adicionales en la 
forma de una transferencia de igualación.31

El conjunto de las disparidades fiscales (de 
todos y cada uno de los gd) provee toda la 

31	 De hecho, en estos casos (con gobiernos subcentra-
les con una brecha negativa), la práctica en muchos 
sistemas de igualación en la experiencia internacional 
es obligarlos a contribuir con una parte de sus propios 
recursos a la bolsa de igualación, lo que beneficia a 
los gobiernos subnacionales con una brecha fiscal 
positiva. Estos sistemas se conocen como sistemas 
fraternales o de Robin Hood. 

si
si
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hasta que alcanzan al tercero, y así sucesiva-
mente hasta que se agota el fondo de trans-
ferencias. Con este sistema se establece una 
disparidad fiscal máxima (minimizando la 
disparidad fiscal máxima), la cual resulta ser 
común para todos los gobiernos beneficia-
dos. Por su parte, aquellos gobiernos con una 
disparidad menor que el máximo establecido 
por el sistema no reciben ningún beneficio.

La elección entre estos dos criterios alter-
nativos de distribución depende de las pre-
ferencias de las autoridades competentes y la 
sociedad. Sin duda, el criterio más utilizado 
internacionalmente es el proporcional, pero 
si el objetivo es focalizar los recursos en los 
gobiernos más necesitados entonces el criterio 
de maximín puede considerarse más eficaz. Es 
importante considerar también que la bol-
sa o fondo de transferencias puede no ser lo 
suficientemente grande como para eliminar 
por completo las disparidades fiscales positi-
vas. A nivel internacional, la experiencia más 
común es no igualar perfectamente. Como se 
ha explicado, el tamaño del fondo de transfe-
rencias de igualación es determinado en la ley 
o el proceso presupuestario. En principio esto 
señalaría las preferencias sociales con respecto 
al grado de igualación entre los gd.

A continuación, el índice (IBFk) se utili-
za para distribuir los fondos disponibles del 
artículo 214.

Dos de los posibles criterios para distribuir 
las transferencias entre los gd cuya disparidad 
fiscal es positiva son:

1.	 Distribución proporcional. Las transfe-
rencias se asignan a cada gd en proporción 
directa al tamaño de su disparidad fiscal 
positiva. Para obtener el porcentaje de parti-
cipación de cada gd en el fondo de transfe-
rencias, primero se suman todas las dispari-
dades fiscales positivas y después se divide la 
disparidad de cada gobierno beneficiario por 
dicha suma. La proporción resultante se mul-
tiplica por la bolsa o el fondo de transferen-
cias disponible para obtener la transferencia 
asignada a cada gd beneficiario. El recuadro 
A.3 ilustra los pasos necesarios.

2.	 Distribución maxi-mín. Las transferencias 
se asignan, primero, al gd con la máxima 
disparidad fiscal, hasta el punto en que 
alcanza a aquel gobierno con la segunda 
disparidad más grande. En adelante se les 
entregan transferencias a estos dos gobiernos 

información necesaria para distribuir el fondo 
de igualación disponible. Sin embargo, existen 
múltiples criterios que pueden ser adoptados 
para la distribución de los fondos que pueden 
ser utilizados hasta agotar el fondo de trans-
ferencias entre los gobiernos beneficiados. 
Un punto de partida razonable y de amplia 
aceptabilidad es establecer que los recursos 
beneficiarán solo a los gobiernos cuya dis-
paridad fiscal sea positiva; esto es, para los 
gd con necesidades de gasto en exceso de su 
capacidad fiscal. Este criterio permite mejorar 
la capacidad ecualizadora porque focaliza los 
recursos disponibles en aquellos gobiernos con 
menor capacidad de financiamiento o mayores 
necesidades de gasto. Antes de entrar en el de-
talle de los métodos de distribución, debemos 
recordar que en Uruguay el artículo 214 tiene 
elementos de transferencias de igualación y de 
participación de ingresos (revenue sharing). Es 
por esto último que en principio todos los gd 
(en distinta medida) podrían tener una brecha 
fiscal positiva.

La estimación de la brecha fiscal en térmi-
nos per cápita (BFpck) para cada gd seguiría 
los pasos siguientes:

•	 Si la capacidad fiscal del gd en términos per 
cápita (CFpck) es mayor que sus necesidades 
de gasto en términos per cápita (NGpck), su 
brecha fiscal se estima que es cero y el gd 
no es elegible en la estimación del índice, y 
por tanto tampoco elegible para recibir la 
transferencia de igualación.

•	 Si la capacidad fiscal del gd en términos per 
cápita (CFpck) es menor que sus necesidades 
de gasto en términos per cápita (NGpck), el 
gd es elegible en la estimación del índice 
y por tanto también elegible para recibir la 
transferencia de igualación. En este caso, la 
brecha fiscal del gd es igual a la diferencia de 
sus necesidades de gasto y su capacidad fiscal 
en términos per cápita.

El valor total de la brecha fiscal para el gd 
(BFk) se estima como:

BFk = BFpck x Poblaciónk

El índice de brecha fiscal del gd (IBFk) es igual 
a la razón de la brecha fiscal del gd y la suma de 
la brecha fiscal de todos los gd elegibles.

Paso 1. Definir el desequilibrio fiscal
Desequilibrio fiscal1 

= Necesidades de gasto – Recursos poten-
ciales disponibles

= Necesidades de gasto – (Capacidad fiscal 
propia – Participación de ingresos – Otras 
trasferencias)

A los gd que no tienen una brecha fiscal 
positiva se les designa un desequilibrio fiscal 
= 0.

Paso 2. Definir el desequilibrio fiscal rela-
tivo para el gobierno subcentral i como:

1	 Este método mide el desequilibrio fiscal desde una perspectiva aditiva, sustrayendo la capacidad fiscal potencial de 
las necesidades de gasto. Un enfoque alternativo puede ser el de medir el desequilibrio fiscal desde una perspectiva 
multiplicativa, donde las transferencias pueden ser afectadas por la inversa del índice de capacidad fiscal. En ambos 
casos, la capacidad fiscal es “descontada” de las necesidades de gasto. Según cuál sea el diseño del modelo de medi-
ción, ambos métodos pueden llegar a resultados similares; el primero es en general menos sensible a cambios en los 
supuestos de los parámetros y provee resultados más fáciles de entender. 

Desequilibrio fiscal relativoi =  
desequilibrio fiscali / Σ

N
i   desequilibrio fiscali  ,

donde N es el número total de gd beneficia-
rios. El desequilibrio fiscal relativo es el ta-
maño relativo del desequilibrio fiscal de cada 
gd como porcentaje del desequilibrio fiscal 
agregado de todos los gd beneficiarios.

Paso 3. Asignar la transferencia de igua-
lación

Transferencia al GDi = desiquilibrio fiscal  
relativoi * fondos de igualación

RECUADRO A1.3. Asignación de transferencias de igualación
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miento y la diversificación de la economía.
•	 Sectores. Incorpora variables que miden 

la calidad, la eficiencia y los costos de los 
sectores transporte, telecomunicaciones 
y financiero, por considerarlos sectores 
determinantes de la competitividad de la 
región.

•	 Aprovechamiento de las relaciones internacio-
nales. Mide el grado en el cual el Estado ca-
pitaliza su relación con el mercado interna-
cional para incrementar su competitividad. 
Incluye variables que reflejan el volumen y 
la facilidad con que los flujos de turismo y 
capitales transitan en la economía regional.

•	 Innovación en los sectores económicos. Mide 
la capacidad de las regiones para competir en 
sectores de alto valor agregado, intensivos en 
conocimiento y tecnología de punta. Incor-
pora variables relacionadas con la creación 
y aplicación de conocimiento, el contexto de 
investigación y la generación de patentes.

En conjunto, estos diez factores considera-
dos implican el relevamiento de 100 variables 
(o indicadores), estandarizadas en una escala 
de 0 a 100. Para la elaboración de cada su-
bíndice (o factor) se pondera el peso de cada 
variable mediante un proceso que incorpora 
tanto la opinión de expertos en el tema (50 % 
de ponderación) como procedimientos esta-
dísticos.

Como se puede observar en el cuadro A2.1, 
este índice sintético apenas produce varia-
ción en el reparto del fdi entre los gd. Los 
porcentajes de reparto varían en una estrecha 
banda entre 5,4 % y 5,7 %. Dadas las escasas 
diferencias notadas entre los gd, este método 
parecería el menos idóneo para reformar la 
fórmula del fdi.

ANEXO 2. METODOLOGÍA DE 
DISTRIBUCIÓN DEL FDI SEGÚN 
EL INDICADOR SINTÉTICO DE 
DESARROLLO DEPARTAMENTAL

En esta sección se presenta la distribución 
de los fondos utilizando el indicador sintético 
de desarrollo departamental.

Este método se basa en la simulación de 
los resultados potenciales de utilizar un índice 
más comprensivo de diferencias regionales 
que tome en cuenta diferencias económicas, 
sociales e institucionales entre los gd. El índice 
sintético utilizado fue tomado del trabajo Aná-
lisis de inequidades territoriales, de opp (Aboal 
et al., 2018).

Los componentes del indicador sintético en 
Uruguay son los siguientes:

•	 Sistema de derecho confiable y objetivo. 
Incorpora variables relativas a la calidad y la 
eficiencia del sistema judicial y a la defini-
ción de los derechos de propiedad.

•	 Manejo sostenible del medio ambiente. Cali-
fica el estado general del medio ambiente y 
las tasas de degradación de los principales 
desechos ambientales, así como su interac-
ción con las actividades productivas y de 
consumo.

•	 Sociedad incluyente, preparada y sana. 
Incorpora medidas relativas al nivel de 
escolaridad, las condiciones generales de 
salud y medidas de inclusión (desigualdad y 
pobreza).

•	 Sistema político estable y funcional. Intenta 
medir estabilidad y funcionalidad de los 
sistemas políticos regionales; con ese fin 
consideran medidas de corrupción, par-
ticipación ciudadana en la vida política y 
libertades civiles.

•	 Gobiernos eficientes y eficaces. Califica el 
desempeño del gobierno local mediante su 
capacidad de influir positivamente en la 
competitividad de su región.

•	 Mercado de factores. Mide la productividad 
del factor productivo trabajo, junto con 
otras características esenciales del empleo.

•	 Economía estable. Intenta medir las princi-
pales características de las economías regio-
nales, además de las restricciones al crédito 
para los agentes económicos (empresas y 
familias). Incorpora variables como la dis-
tribución del ingreso, el nivel de endeuda-
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CUADRO A2.1. Comparación de la distribución actual fdi versus indicador sintético

Departamento fdi 33% 2017 fdi 100% 2017 Al menos 1 nbi

Artigas 4,1 % 3,0 % 5,5 %

Canelones 20,7 % 11,5 % 5,6 %

Cerro Largo 8,3 % 3,3 % 5,4 %

Colonia 4,4 % 7,9 % 5,7 %

Durazno 5,8 % 4,8 % 5,5 %

Flores 1,2 % 1,3 % 5,6 %

Florida 3,0 % 7,7 % 5,6 %

Lavalleja 2,2 % 3,0 % 5,6 %

Maldonado 3,0 % 10,3% 5,6 %

Paysandú 5,4 % 5,7 % 5,5 %

Río Negro 7,1 % 4,2 % 5,5 %

Rivera 6,0 % 3,7 % 5,5 %

Rocha 1,5 % 5,5 % 5,7 %

Salto 8,0 % 7,7 % 5,5 %

San José 2,7 % 4,3 % 5,6 %

Soriano 4,6 % 6,3 % 5,6 %

Tacyarenbó 7,8 % 5,2 % 5,5 %

Treinta y Tres 4,0 % 4,6 % 5,5 %

Fuente: Elaboración propia con base en información de opp-otu.
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CUADRO A3.1. Definición de nbi consideradas

Dimensión Variables consideradas

Vivienda decorosa Materialidad de la vivienda (techos, paredes y pisos)
Un hogar particular tiene una carencia crítica en la materialidad de la 
vivienda si los materiales predominantes en techos o paredes son de de-
secho, o en el piso predomina la tierra sin piso ni contrapiso.

Espacio habitable (hacinamiento)
En un hogar particular hay hacinamiento si la cantidad de personas del 
hogar con relación a la cantidad total de habitaciones de la vivienda, ex-
cluidos el baño y la cocina, es estrictamente mayor de 2.

Espacio disponible para cocinar
Tendrá carencias críticas en este indicador todo hogar particular que no 
disponga de un lugar apropiado para cocinar con pileta y canilla, sea priva-
do o compartido con otros hogares.

Abastecimiento  
de agua potable

Un hogar particular tendrá una necesidad básica insatisfecha con relación 
al abastecimiento de agua potable si esta no llega por cañería dentro de 
la vivienda o si, en caso de que lo haga, el origen no es la red general ni un 
pozo surgente protegido.

Servicio sanitario Un hogar particular tendrá necesidades básicas insatisfechas en sanea-
miento si cumple al menos una de las siguientes condiciones: a) no accede 
a baño; b) accede, pero su uso no es exclusivo del hogar, o c) el servicio 
sanitario no evacúa a red general, fosa séptica o pozo negro.

Energía eléctrica Se considera que un hogar particular tiene una necesidad básica insatisfe-
cha si no accede a energía eléctrica en la vivienda donde habita.

Artefactos básicos  
de confort

Un hogar particular tendrá una necesidad básica insatisfecha en el acce-
so a artefactos básicos de confort si no cuenta con: a) ninguna fuente de 
energía para calefaccionar ambientes, o b) refrigerador o freezer, o c) cale-
fón, termofón, caldereta o calentador instantáneo de agua.

Educación Un hogar particular tendrá necesidades básicas insatisfechas si al menos 
uno de sus integrantes es niño, niña o adolescente (entre 4 y 17 años) y no 
asiste a ningún centro educativo, siempre que no haya finalizado la educa-
ción secundaria superior.

Fuente: Calvo (2013).

ANEXO 3. NECESIDADES BÁSICAS 
INSATISFECHAS (NBI)

Las nbi consideradas se resumen en el cua-
dro A3.1.
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